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			Introducción

			En 1937 se estrenó en Londres la película Fuego sobre Inglaterra (Fire over England) protagonizada por los mejores actores y actrices británicos de entonces: Flora Robson, Raymond Massey, Vivien Leigh, Laurence Olivier y Leslie Banks. Los productores Alexander Korda y Erich Pommer gastaron grandes recursos para lograr no solo un éxito comercial seguro, sino también para dar un mensaje de ánimo a una sociedad asustada. Para movilizar el fervor patriótico de la opinión pública, recurrieron a un tópico que todo inglés conocía, la Armada Invencible. En vísperas del pacto de Múnich, la prensa, los políticos y los expertos en relaciones internacionales procuraban apaciguar a Alemania adoptando resignadamente decisiones dolorosas (como la no intervención en la Guerra Civil española o admitir el desmembramiento de Checoslovaquia) con tal de aplacar la incontenible voracidad del canciller Hitler. El mensaje de la película censuraba ese comportamiento claudicante abogando por una actitud de firmeza. El mensaje del film resultó premonitorio, sostuvo la moral británica en los días del Blitz, en 1940, cuando Inglaterra luchaba sola contra el Tercer Reich («A Hail of Lead Fire Over England», 1940). 

			Como suele ocurrir, la Historia se empleó en este caso como una enseñanza moral. Se recurrió al pasado para ofrecer claves con las que interpretar y afrontar el presente. En 1937 Europa se hallaba amenazada por el crecimiento de una potencia militar, Alemania, que no disimulaba sus ambiciones territoriales, ansiosa por expandir sus fronteras y someter pueblos. Durante la guerra la película se visionó en las salas británicas para fortalecer la confianza de la población, recordando que sus antepasados salieron indemnes de la amenaza de otra agresión, de otro Imperio que también aspiraba a someter al mundo a su dictado. Al éxito contribuyó un guion muy bien construido, con personajes sólidamente caracterizados que afrontan decisiones difíciles y, al tomarlas, hacen profundas reflexiones o arengan a las masas con discursos memorables, como el pronunciado por la reina Isabel al conocer la declaración de guerra del rey de España (el famoso discurso de Tilbury), que anticipa notablemente los discursos de Winston Churchill: 

			Pueblo mío, he venido a vivir o morir entre todos vosotros. Permaneceré aquí por mi Dios, mi reino, mi gente, mi honor y mi sangre, incluso si caigo en el polvo. Sé que tengo el cuerpo de una mujer frágil y débil, pero también tengo el corazón y el valor de un rey, de un rey de Inglaterra. Ni España, ni ningún príncipe de Europa debiera atreverse a invadir las fronteras de mi reino. ¡Alzad vuestros corazones! Por vuestra paz y vuestros campos, con vuestro valor en la batalla, pronto obtendremos una victoria resonante. 

			En el marco de las aventuras de Michael Ingleby (Laurence Olivier), envuelto en los azares de un complot para asesinar a la reina Isabel (Flora Robson), y del taciturno Felipe II (Raymond Massey, un habitual «malo de película», cuya carrera como secundario siempre se ajustó a ese perfil), el mensaje consistía en señalar que la unión del pueblo contra un enemigo común garantizaba su existencia, claudicar sería someterse perdiendo los valores que atesoraba la nación: la libertad y la democracia. Frente a ella estaba el Imperio español, sinónimo de tiranía, oscurantismo, intolerancia y autocracia. Así comenzaba el film: 

			En 1587, España era poderosa en el viejo mundo, dueña del nuevo. Su rey Felipe gobierna por la fuerza y el miedo. Pero la tiranía española es desafiada por el pueblo libre de una pequeña isla: Inglaterra. A todos los lugares donde llegan los comerciantes ingleses llegan sus marinos para amenazar la supremacía española. Una mujer les guía y les inspira, Isabel de Inglaterra.

			Howard, 1937

			Después de 1945, en el imaginario europeo y occidental ha quedado firmemente asentada la idea de que hubo dos batallas de Inglaterra que decidieron el destino del mundo. La Invencible en 1588 y la frustrada operación León Marino de 1940. Pese a las apariencias, existe una diferencia abismal. En los años de la Guerra Fría, entre 1947 y 1985, esta imagen se mantuvo aunque ligeramente modificada; la oposición entre dos formas incompatibles de organización social y política, comunismo y capitalismo, se proyectaron hacia el pasado y se asimiló a la oposición protestantismo versus catolicismo. Nuevamente España ocupaba el lado totalitario y antimoderno. Así se desprende de obras de excelente factura como La Gran Armada de Garrett Mattingly, que obtuvo el Premio Pulitzer en 1960, o la celebrada monografía de sir John Elliott La Europa Dividida publicada en 1969. Ambas obras dibujaban un mundo dividido por el antagonismo de dos formas de vida, separadas por el odio religioso. Asimismo, como recordara el profesor Richard Stradling en el tercer aniversario de la Invencible, era sorprendente la fuerza con la que los historiadores sostenían prejuicios que carecían de base histórica y científica (Stradling, 1990). Existía una damnosa hereditas más fuerte que los estudios rigurosos de los eruditos, prevaleciendo ideas cuyo origen no está en el trabajo de los historiadores sino en lo que han relatado escritores y artistas, cuya fuerza en la opinión pública y académica es extraordinaria. Hoy no sorprende que muchos historiadores españoles hayan asumido como dogma de fe que el Imperio español fue una máquina pesada, incompetente, sorda y ciega a la innovación, lastrada por una burocracia excesiva, ineficaz y corrupta, y una sociedad despilfarradora, alérgica al trabajo manual y ajena a las preocupaciones de la economía. Sin gestores capaces, sin dirigentes, empobrecida, minada por la pereza y el fanatismo religioso, la sociedad española tuvo que sucumbir ante potencias más fuertes y más capaces (Vilar, 1980, 332-346; Bennasssar, 2001, 330-335; Martínez Millán, 2013). 

			Volviendo a la Gran Armada y los hechos de 1588, al lector de Historia le sorprenderá saber que aquella no fue una derrota tan estrepitosa como suele describirse ni liberó a Inglaterra de la invasión, fue el comienzo de una larga guerra que duró dieciséis años, en la que los españoles llegaron a tomar posiciones en las islas Británicas, ocupando el puerto irlandés de Kinsale en 1601. La paz llegó por cansancio, y el mito de la Invencible se construyó mucho tiempo después, en el siglo XIX, cuando el nacionalismo quiso mostrar las islas Británicas como una fortaleza inexpugnable. Pero en aquellos años el Imperio español se hallaba en su apogeo, e Inglaterra, una nación pequeña y pobre, estaba muy lejos de ser la principal preocupación de los soberanos españoles, más bien España constituía la principal obsesión de los ingleses, la larga guerra comenzada en 1588 había arruinado al país y buscó la paz en 1604 (Sanz Camañes, 2012, 171-286). 

			Los siete capítulos que presentamos en esta obra se agrupan en una secuencia progresiva, la acumulación de poder y el crecimiento que acompañan al desarrollo del Imperio español hasta que colapsa en la década de 1640 y se transforma en una gran potencia en el sistema europeo a partir de 1659. La Guerra de Sucesión marca el final de toda aspiración universalista al renunciarse a la continuidad dinástica en la casa de Habsburgo. Puede observarse que no empleamos el término decadencia y ello se debe a que la crisis fue sobre todo existencial, se recondujo y se superó a partir de 1660. El Imperio español dejó de poseer la supremacía mundial pero no desapareció y tampoco se convirtió en una potencia de segundo orden. En el siglo XVIII conoció un periodo de crecimiento y desarrollo. Decadencia precede a la caída y extinción, así lo definió en el siglo XVIII Edward Gibbon en su monumental Decadencia y caída del Imperio Romano. Al Imperio español no le sucedió tal cosa, no se extinguió y es difícil admitir que antes de su desaparición en el siglo XIX el Imperio español sufrió algún tipo de decadencia en el siglo XVIII. La transformación de la monarquía de España en nación española es competencia que excede lo que aquí planteamos. El imperio como tal no solo se edificaba sobre ideas políticas o sobre la fe católica, también se construyó sobre intercambios e intereses compartidos. No fue un Imperio edificado sobre la sola fuerza militar: si no hay intereses compartidos es imposible mantener subyugados tantos territorios con las limitaciones técnicas de los siglos XVI y XVII. La interdependencia de los territorios explica tanto la cohesión interna como sus debilidades estructurales, por qué hay territorios que se agregan o por qué otros se separan. Un ejemplo claro lo tenemos con Portugal. En 1580, después de la desastrosa cruzada de Marruecos, los portugueses encontraron en la monarquía española amparo a sus intereses y seguridad. En el siglo XVII la acometida de los holandeses sobre Brasil y la India, así como el aparente desinterés español por defender el comercio portugués en el Índico llevó a un distanciamiento que concluyó con la separación en 1640. Nos detendremos en otros casos cuya separación alcanzó el éxito (las provincias unidas de los Países Bajos) y en los que fracasó la separación (Cataluña, Nápoles y Sicilia) (Rodríguez-Salgado, 1988; Martínez Millán, 2013).

			Finalmente, parece necesario justificar el empleo del término Imperio para describir el periodo de la Historia de España comprendido por los siglos XVI y XVII. Para ello basta con utilizar el análisis de los fenómenos imperiales contemporáneos. Hoy en día historiadores, sociólogos y analistas valoran la política exterior norteamericana como una política imperial, si bien su régimen político es republicano, la cultura cívica estadounidense rechaza el colonialismo y defiende la democracia. La opinión pública considera que su país actúa más allá de sus fronteras en defensa de la libertad. No obstante, esto puede contemplarse de otra manera. En la defensa de intereses económicos y estratégicos, la cuestión de la libertad ocupa un segundo lugar pasando al primero su carácter como potencia hegemónica. La «cruzada de la libertad» está siempre presente para dar sentido a unos objetivos hegemónicos, empleando instrumentos militares o políticos con los que se someten a su control pueblos y naciones. Así resulta que bajo el imperativo de una misión superior, el establecimiento de la democracia y la libertad de los pueblos, se articula un imperialismo, adornado de filantropía, que enmascara una relación de fuerza. Ese es su lado oscuro (Immerman y Maier, 2010). 

			Desde los análisis de Eisensadt hasta los más recientes de Paul Kennedy, se entiende por potencia imperial aquella que determina e incluso decide el comportamiento del conjunto de la comunidad internacional, en política, economía, tecnología, y cultura, afectando tanto al orden interno como a la actividad externa de todos los actores que hay en el sistema; nunca puede contemplarse dicha posición como un acto amable, el imperialismo amistoso no existe, si bien hay formas imperiales más suaves que otras (Parsons, 2010, 4-18). Durante el siglo XVI y gran parte del XVII la monarquía de España ejerció ese papel. Del mismo modo que hoy consumimos tecnología, alimentos, entretenimiento y objetos originales o copiados de modelos estadounidenses, algo parecido puede decirse que le ocurrió a los europeos de hace cuatrocientos años: si hay chocolateros suizos en los Alpes, pizza con tomate en Nápoles, patatas fritas en Bélgica o tabaco para pipa en Inglaterra esto se debe a la capacidad de transferencia de productos y modas que esparció el Imperio español en todo el mundo (Norton Marcy y Jiménez, 2008; Braudel, 1984, vol. 1, 147-221). La moda, la literatura, el gusto y la cocina con sus condimentos y productos provenientes de sus colonias transformaron a Europa y a Occidente. Imperio, pues, significa, además de preeminencia política y económica, ascendiente cultural. Shakesperare conoció la obra de Cervantes, un episodio del Quijote lo desarrolló como drama (Cardenio), pero el autor del Quijote no supo de la existencia de los dramas de su contemporáneo inglés. Mientras que el escritor español vio traducidas sus obras a todas las lenguas conocidas, el británico hubo de esperar al siglo XIX para ser conocido más allá de su patria (Fuchs, 2009). Así, España acuñó valores universales puesto que todo lo que se producía en su seno tenía una difusión internacional casi automática. La decadencia vino cuando se perdió ese papel directriz; en el siglo XVIII el signo de decadencia más claro es que después de Gil Blas de Santillana (publicado en 1723) se pierde el interés por lo español fuera de nuestras fronteras y, cuando se recupere en el siglo XIX, no será más que como lugar curioso, excéntrico y salvaje, conformándose al gusto romántico el mito de Carmen (Sentaurens, 2002). 

			Al hilo de estas consideraciones, que no justificaciones, nos queda señalar que existe un consenso muy amplio a la hora de hablar de Imperio español para describir este periodo de nuestra Historia; todos los libros dedicados al conocimiento o la divulgación de este periodo hacen uso de la palabra Imperio sin ningún embarazo, John Elliott tituló su gran obra de síntesis La España Imperial (Imperial Spain), Hugh Thomas concluyó su espléndida trilogía como Historia del Imperio Español (History of Spanish Empire) mientras que Henry Kamen se ha atrevido a analizar los Fundamentos del Imperio Español (Foundations of Spanish Empire). Si recorremos las publicaciones que sobre el tema ocupan las librerías y bibliotecas de todo el mundo veremos en las fichas de catalogación un «Spanish Empire», «Impero spagnolo», «Empire Espagnol», «Spanische Reich»..., escritos entre las palabras clave con total naturalidad. Si vamos a centrar nuestra atención en los aspectos de política exterior, guerra, diplomacia y hegemonía cultural y económica es lógico que empleemos este concepto. Fuera de España nunca hubo dudas para señalar la existencia de un Imperio español como tampoco la hubo para designar un Imperio romano y otro británico.

		

	
		
			1. La unión dinástica, 1469-1516

			1. Castilla y Aragón

			Todos los estados, todas las dominaciones que han tenido y tienen imperio sobre los hombres, han sido y son repúblicas o principados. Los principados son, o hereditarios, cuando el linaje de sus señores ha dominado largo tiempo, o nuevos. Los nuevos, o lo son del todo, como lo fue Milán bajo Francisco Sforza, o son como miembros agregados al Estado hereditario del príncipe que los adquiere, como es el reino de Nápoles para el rey de España. Estos dominios así adquiridos, o están acostumbrados a vivir bajo un príncipe, o habituados a ser libres; y se adquieren, o con las armas de otros o con las propias, o por fortuna o por la virtud.

			 Maquiavelo

			En la Europa del Renacimiento los señores eran los protagonistas de la Historia política, no las naciones ni los estados. En 1513, cuando Maquiavelo escribió estas líneas, las repúblicas disminuían en número, transformándose en principados. En el año 1300 existían dos centenares de repúblicas en Italia, en 1513 eran apenas siete, en 1530 tan solo cuatro. En cambio, los príncipes nuevos y los viejos monarcas mantuvieron con sus estados una relación muy parecida a la de los propietarios con sus fincas. En el paso del siglo XV al XVI los estados son objetos que se poseen, se transfieren, cambian, venden, regalan o se transmiten en herencia a los hijos o, en su defecto, a otros miembros de la familia. Cualquier lector de su tiempo sabía que el rey de España poseía estados hereditarios, y que se apropió de alguno más, como Nápoles. Apuntando a hechos como este, Quentin Skinner señaló que el gran asunto del que han de ocuparse los historiadores de la política en la Edad Moderna es detectar el cambio decisivo por el que la política dejó de ser la ciencia que se ocupaba de los soberanos que poseían estados, para ser la ciencia que se ocupaba de los estados soberanos (Skinner 1985). Este cambio de percepción de la realidad política contiene una profunda metamorfosis del concepto Estado que alude a un objeto pasivo que a lo largo de la modernidad pasará a convertirse en sujeto activo. Paralelamente, este enfoque de la política renacentista corresponde también al que aporta Lucien Bèly quien, al estudiar la política internacional de la primera Edad Moderna, la contempla y analiza como «sociedad de príncipes», muy lejos de lo que hoy consideramos como sistema de estados. Los soberanos constituían una sociedad cerrada en el seno de la cristiandad, donde las relaciones personales y familiares definían lo que hoy llamamos relaciones internacionales, que eran esencialmente dinásticas, los embajadores se enviaban para asistir a bodas, bautizos y funerales, reclamar derechos y sellar paces o alianzas garantizadas con una buena boda. En dicha sociedad de soberanos, la emulación, las rivalidades y los conflictos no excluían vínculos fuertes, donde las mujeres tenían un papel fundamental, ya que aseguraban la continuidad de los linajes y el futuro de las monarquías (Bély, 1999; Dipper y Rosa, 2005). 

			En ese contexto, el matrimonio de Fernando de Sicilia e Isabel de Castilla fue un acontecimiento crucial para la Historia de los españoles, porque la unión de ambos príncipes daría lugar a España. Esta no se articuló como estado o nación sino como un conjunto de comunidades políticas asociadas por un soberano común, de ahí que también se hable de ella en plural, las Españas (Ballester Rodríguez, 2010). La unión dinástica fue un acontecimiento crucial que decidió la suerte de España y del mundo en los siglos sucesivos. Durante los siglos XVI y XVII, historiadores y cronistas, al analizar la historia de la monarquía de los Austrias, fijaban su acta fundacional en aquel matrimonio, se sentían herederos de la tradición iniciada con dicho evento más que con la tradición centroeuropea de la casa de Habsburgo. Esa tradición, además, situaba al rey Fernando como el responsable de la unidad, una idea resumida por Baltasar Gracián con pocas palabras: 

			Pareciéronle a Fernando estrechos sus hereditarios reinos de Aragón para sus dilatados deseos; y así anheló siempre a la grandeza y anchura de Castilla, y de allí a la monarquía de toda España, y aun a la universal de entrambos mundos. 

			 Ferrari, 1945; López Poza, 2014; Gamero Igea, 2011 

			En 1492, después de la conquista de Granada, la corona de Castilla disponía del 65% de la superficie territorial y del 73% de la población total de la península ibérica. La corona de Aragón disponía por su parte del 15% de la superficie y del 12% de población, mientras que el reino de Navarra del 2,1% y del 1,5%, y Portugal del 27,9% y del 13,5% respectivamente. Sobre esta base, es fácil mostrar a Castilla, pujante, en pleno crecimiento, apenas afectada por las devastaciones de la peste negra que asoló Europa en el siglo XIV, contrastando con una corona de Aragón en declive, cuya población disminuía y cuya economía se debilitaba por no poder competir con el dinamismo de las repúblicas italianas, dueñas de los mercados mediterráneos, precisando un apoyo externo, económico y militar, para apuntalar la precariedad de su dominio en Italia. También, como parte de ese hecho diferencial, se ha convertido en tópico atribuir a Castilla un modelo político y social dinámico y moderno, tendente al absolutismo, contrapuesto al arcaico y medievalizante de la corona de Aragón, asfixiado por el particularismo de los estamentos. Por último, se ha insistido tanto en subrayar grandes diferencias entre las dos coronas que ambas parecen antitéticas y su unión poco menos que contra natura (Ladero Quesada, 1999; Edwards, 2001).

			Durante la Reconquista, los reinos musulmanes de Toledo, Jaén, Córdoba, Sevilla o Murcia se incorporaron «accesoriamente» a Castilla. Es decir, aunque mantuvieron su nombre y su delimitación territorial, fueron asimilados como distritos y provincias nivelados por igual a las leyes y la justicia castellanas. Para poder administrar la jurisdicción del rey en los territorios adquiridos al sur del Tajo, se crearon tribunales que se fueron ampliando conforme se adquirían nuevos territorios o las tareas judiciales se hacían más complejas. Para descargar de trabajo a la Chancillería de Valladolid, se creó la Chancillería de Ciudad Real (1494), que más adelante se trasladó a Granada (1501) y se crearon audiencias en los territorios conquistados, Canarias y La Española, extendiendo la jurisdicción real a aquellos lugares. Bien diferente era el caso de la corona de Aragón: los reinos de Aragón, Valencia y Mallorca, y el principado de Cataluña, tenían su propia personalidad jurídica, sus leyes, códigos, lengua administrativa, régimen fiscal, fronteras, moneda, etc., siguiendo el principio de la col.ligaçiò, por el que cada territorio se incorporaba individualmente a la obediencia al rey de Aragón, siendo desiguales por disponer el soberano títulos y atribuciones diferentes en cada territorio. La unidad se fundaba en la unión personal con el rey, operándose así más adelante la incorporación de Cerdeña, Sicilia y Nápoles (Elliott, 2009; Batista i Roca, 1975; Molas Ribalta, 1984). 

			Estas dos dinámicas se etiquetaron como «unitarismo castellano» y «pactismo aragonés», pero en los últimos años la historiografía ha matizado estas diferencias y ha puesto en cuestión esos tópicos que minusvaloraban el papel de las Cortes de Castilla así como supervaloraban el de las Cortes de los reinos de la corona de Aragón. Por otra parte, las Cortes de Castilla, consideradas como el único «parlamento» de la corona, no eran la única instancia legislativa en la corona; existían Juntas Generales en el reino de Galicia, el principado de Asturias y el señorío de Vizcaya, asambleas estamentales cuyo papel no era precisamente residual o menor (Artaza y Estrada Sánchez, 2012). Del mismo modo, si bien en la corona de Aragón primaba la descentralización en cortes territoriales (Cortes de Aragón, de Cataluña, de Valencia, de Mallorca, Cerdeña y parlamento de Sicilia), en algunos territorios como Cerdeña y Mallorca esa autonomía era más bien nominal y —en el caso sardo— la communicatio de las leyes de Cataluña significaba su aplicación inmediata en esos dominios (Manconi, 2011; Belenguer Cebrià, 2001).

			La realidad social de las coronas de Aragón y Castilla se fundamentó sobre el honor, la desigualdad jurídica y la organización jerárquica de las relaciones interpersonales. En 1429, las Cortes Catalanas de Tortosa manifestaron la necesidad de distinguir y diferenciar a los hombres según marcaba el orden natural: «Per natura tots les homens naxen sots una condiciò e un mateix stament e per ley humana, procehint de rahó natural, son distingits e differenciats» (Cortes de Los Antiguos Reinos de Aragón y de Valencia y Principado de Cataluña. Vol. 15 [Comprende la Conclusión de Las Cortes de Tortosa de 1429-1430, Una Ad. y Varios Supl. correspondientes a Cortes y Parlamentos Anteriores al Reinado de Alfonso V], 1911). La Naturaleza, a la que se alude en el texto, era un sistema global de correspondencia, donde las cosas se hallaban dispuestas en orden por voluntad de Dios. Asimismo, la perfección del orden era discernible por la relación entre macrocosmos y microcosmos. Toda la creación se remitía en esa correspondencia siendo el cuerpo humano su compendio, su modelo más acabado, al haber sido creado a imagen y semejanza de Dios. Como ocurría en el cuerpo humano, el conjunto de los órganos, con funciones (officium) diferentes y autónomas contribuían cada uno al funcionamiento del conjunto como organismo. En definitiva, este orden social y político no nacía del capricho ni de la fuerza, sino de la interpretación del orden dispuesto por la divina providencia, observando la forma en que había organizado el cosmos. 

			La sociedad concebida como cuerpo u organismo entrañaba un «orden y límite» para cada órgano, para cada «estado» constitutivo de la misma. Lo describe el infante don Juan Manuel en su Libro de los Estados: «Todos los estamentos del mundo (...) se encierran en tres, al uno llaman defensores, et al otro oradores, et al otro labradores» (D. Juan Manuel, 1991). A unos les correspondía defender a la sociedad, a otros comunicarla con la divinidad y a otros alimentarla y mantenerla. Cada uno tenía un papel y un lugar, articulando a todos el rey, cabeza de ese cuerpo u organismo que era la república. El buen gobierno era aquel en el que el monarca, como cabeza de la res pública (la cosa pública, lo de todos), gobierna con el concurso de los miembros del cuerpo político. 

			Sin embargo, esto no garantizaba la paz, la existencia de varios candidatos de sangre real al trono solía constituir un serio problema, porque daba cobertura de legitimidad a las facciones en liza haciendo frecuente la guerra civil. Las guerras eran algo cotidiano porque eran una forma de negociar, obtener ventajas y eliminar a los competidores por el poder y la tierra. Enrique IV de Castilla disfrutó en los primeros diez años de su reinado de un clima de paz y seguridad en sus reinos mediante la sabia distribución del capital simbólico y remunerativo de la corona, siendo conocido como «el Liberal». En los años siguientes, al delegar su autoridad en su valido, don Beltrán de la Cueva, se ganó la sorda animadversión de amplios sectores que quedaron marginados del disfrute de la munificencia regia, pasando de los calificativos elogiosos a los injuriosos: «el impotente». Para acabar su defenestración política, utilizaron a sus hermanos para amenazarle y despojarle del trono, primero don Alfonso y después doña Isabel. A su muerte, doña Isabel, tomará el trono en 1475, saliendo victoriosa en una nueva guerra civil contra los partidarios de la heredera legítima, doña Juana (motejada como «La Beltraneja») (Nieto Soria, 2006b; Ladero Quesada, 1999; Edwards, 2001; Valdeón Baruque, 2002). 

			Al estudiar el proceso de consolidación de las monarquías europeas a lo largo del siglo XV, advertimos que es la búsqueda de la estabilidad social, política y económica lo que activa una serie de mecanismos mentales y de comportamiento que van transformando el orden funcional corporativo en un sistema jerárquico dominado y regulado por la autoridad real. La única garantía de estabilidad y de contención de las tensiones se establecería con el desarrollo de un sistema sucesorio reglamentado (basado en el derecho de primogenitura) y la restricción del elemento electivo en la entronización de los reyes. Al subrayar la importancia de la continuidad y sustentar la legitimidad del poder en la sucesión y la perpetuidad dinástica se quería despejar el peligro de la división política y la guerra civil, produciéndose un proceso de transferencia de las cualidades divinas como cualidades inherentes al monarca (Palacios Martín, 1996; Ladero Quesada, 1996).

			Esta transferencia supone una transformación de las relaciones entre los individuos y el poder político, distinguiéndose el vasallo del súbdito natural; mientras que el vasallo estaba ligado a su señor por el servicio y el homenaje que su investidura le imponía, el súbdito natural, cualquiera que fuera su condición, noble, obispo o campesino, por el hecho de nacer en el estado del rey estaba obligado a mantener su lealtad de por vida a su «señor natural». La doctrina de la incorporación del fiel a la Iglesia a través del bautismo, que correspondía a un juramento indisoluble de fidelidad, se transmutaba a la monarquía a través de la noción de súbdito y la impronta indeleble del nacimiento (Nieto Soria, 1997; Rodríguez Cardoso, 2013). 

			La autoridad de la corona se establecía de la misma manera que la de Dios sobre la creación, a través de la gracia y de la intermediación. En las Ordinacions de Cort de 1335, Pedro III legitimaba su autoridad dispositiva al firmar: «Don Pere per la gráçia de Deu, Rey de Aragò, de Valentia, de Mallorca, de Sardenya e de Corcega, compte de Barcelona, de rossellò e de serdanya». Gracia de Dios se inscribía en una concepción descendiente del gobierno y del derecho, la autoridad desciende y el poder se distribuye hacia abajo, a través de la gracia, equivalente a concesión y transferencia, de Dios, a través del rey, a los hombres (Pedro III de Aragón, 1353). 

			En su tiempo, Isabel la Católica fue contemplada como un modelo a seguir en su capacidad para restablecer la paz pública y mantener a raya a los magnates, así lo consigna Baltasar de Castiglione en su Libro del Cortesano (1518): 

			Cuando ella comenzó a reinar, halló la mayor parte de Castilla en poder de los Grandes; pero ella se dio tan buena maña y tuvo tal seso en cobrallo todo tan justamente que los mismos despojados de los estados que se habían usurpado y tenían ya por suyos le quedaron aficionados en todo estremo y muy contentos de dexar lo que poseían.
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			Nos señala en breves trazos la puesta en práctica de principios y formas de gobierno ya ensayados bajo Juan II o Enrique IV; pero, a diferencia de aquellos, no utilizó estas herramientas solo en situaciones coyunturales de sucesión o guerra civil, lo siguió como un principio político básico, característico de su reinado, manteniendo con firmeza el equilibrio en la balanza de la gracia y la justicia para todos los magnates, es decir, las cabezas de la nobleza, la iglesia y las ciudades. Castiglione le atribuía haber sabido,

			[...] juntar el rigor de la justicia con la blandura de la clemencia y con la liberalidad, que ningún bueno hubo en sus días que se quexase de ser poco remunerado ni ningún malo de ser demasiadamente castigado. 

			El escritor manejaba en su tratado del cortesano los tópicos que sobre el buen gobierno había concebido la propaganda de la corona, cuyos ecos alcanzaban Italia. Ese material, generado por la pluma de cronistas y hombres de letras como Hernán Pérez del Pulgar o Palacios Rubios, quienes en su encomio de las virtudes de Fernando e Isabel ponían el acento en las actitudes de magnanimidad, clemencia y liberalidad, es decir, en una óptima gestión de la gracia (Gamero Igea, 2011; Nieto Soria, 2006b).

			La gestión de la gracia fue el pilar sobre el que se sustentó la buena fama de los Reyes Católicos. En la Concordia de Segovia de 1475, las Cortes de Castilla declararon a Isabel y Fernando «propietarios» de los reinos, lo cual significaba que solo a ellos correspondía regirlos y gobernarlos, entrañando tres obligaciones, la primera «hacer mercedes» y «administrar justicia», la segunda «disponer de las tenencias de las fortalezas» y la tercera la correcta «administración de la hacienda y patrimonio real». En 1476, durante las Cortes de Madrigal, se inició la reorganización de la Casa Real, fijándose los cargos, rango y honor inherentes a la misma, un paso más en la consolidación de la autoridad de los reyes al concluir la guerra civil castellana. Lo más interesante de esta reordenación fue que se estipuló que todos los beneficiarios de cargos y dignidades del servicio real, tanto miembros del consejo como de la casa y corte debían permanecer en la corte, es decir, debían residir donde residiesen los reyes. 

			Esto implicó que la reorganización estuviera acompañada de un voluminoso crecimiento de personal, que respondía a la vinculación entre honor y servicio al rey, a la reina, o a los príncipes e infantes, que llevan aparejado un aumento de efectivos en la capilla, guardia, caballerizas, continos, criados, correos, etc. En los libros de cuentas del tesorero real Gonzalo de Baeza, se observa, a través de los pagos a este variopinto personal que no existía un criterio uniforme de admisión en la corte, simplemente eran individuos que vivían en ella al servicio de los monarcas o sus hijos, que compartían la vida de los soberanos tanto en su faceta privada como pública. Si los capellanes eran eclesiásticos de las grandes sedes de Toledo y Santiago, los mayordomos, condestables y sumilleres de las grandes casas de la nobleza y los continos y gentileshombres procedían de los patriciados urbanos, la casa y corte de los soberanos era, necesariamente, el espacio en el que se desenvolvía la vida política de los reinos (De la Torre, 1955). 

			Sumándose a estos cambios y a la integración del gobierno de los reinos en el gobierno de la casa, en 1480 se establece el Consejo Real y se dota de ordenanzas; Pulgar lo describe como una forma de gestión doméstica del patrimonio de los soberanos; son cinco grupos de consejeros que asesoran a los reyes en diversas materias: gobierno, justicia, Aragón, Hermandades y Hacienda. Con esta reorganización de 1480 se generó un conjunto de oficios cuyo fin fue integrar un mayor número de nobles en el servicio real (Ladero Quesada, 1999; Edwards, 2001).

			En definitiva, en 1480 se fortaleció la superioridad de la corona sobre la sociedad, esencialmente como fuente de remuneración material y de estatus. De ella emanaba la legitimidad en la posesión de poder y autoridad. Se definió a la corona como única instancia facultada para conceder estados, tierra y jurisdicción (tuvo que legalizar lo que se arrebató al patrimonio real desde 1464 a cambio de indemnizaciones) y por otra como la única fuente capaz de generar distinción social (prohibiéndose el uso de lemas, símbolos y ceremonias que eran privativas del ejercicio supremo del poder: uso de cetro y corona en los blasones, acompañamiento de maceros, tratamiento de alteza). Desde la corona se determinaba el prestigio social, los Reyes Católicos no anduvieron remisos a la hora de fortalecer a las élites, en Castilla se multiplicó el número de títulos (en 1469 había siete duques en Castilla, en 1500 eran 15) y se garantizó la estabilidad e integridad de los patrimonios por medio de la institución del mayorazgo (Leyes de Toro de 1505) (Ladero Quesada, 1999; Edwards, 2001). 

			Al finalizar el siglo XV, la corte como espacio de encuentro entre gobernantes y gobernados fue un lugar en el que se transfiere la guerra civil de las banderías a competencia política entre facciones y clientelas. Es un lugar de negociación y comunicación entre quienes disfrutaban de poder y se situaban bajo el arbitrio del rey para mantenerlo y aumentarlo. Asimismo, corte es un término que integra dos elementos, la casa y la economía doméstica del señor, es el lugar donde ejercía su autoridad el patriarca o cabeza de familia sobre sus parientes, servidores y criados. Como «cabezas de familia», los reyes articularon su autoridad ampliando su propio dominio doméstico (Gamero Igea, 2015; Martínez Millán, 1996). 

			Los Reyes Católicos mejoraron un sistema que ya había sido puesto en funcionamiento en la corona de Aragón con éxito; en las ordenanzas de corte de Pedro IV de Aragón de 1344, la administración de la casa, trascendía su función palatina. La etiqueta, el protocolo y el ceremonial de corte marcaban la situación de cada actor político, rango y estatus quedaban marcados por la lejanía o cercanía respecto a la realeza, de su familiaridad con ella. Las élites políticas y sociales acudían a la corte para servir al rey a cambio de recibir sus dones. Al integrarse en la corte se alejaban de sus bases de poder local, fuera de sus territorios, los magnates no podían recurrir tanto a la guerra como a la destreza negociadora en el ambiente cortesano. La lucha política se transformaba sensiblemente al desarrollarse bajo normas muy estrictas de autocontención y racionalidad. La violencia, delimitada y soterrada en el espacio cortesano, será canalizada en beneficio del poder real por medio de la emulación cortesana y esto es lo que ponderaban en sus elogios no solo los propagandistas de la corona, que es natural, sino también importantes observadores extranjeros como Guicciardini, Castiglione y Maquiavelo (Menéndez Pidal y Alonso, 1952). 

			La otra cara de la moneda es el abultado incremento de los gastos ordinarios de la corona; para afrontarlo, la monarquía pondrá sus ojos en la apropiación y administración de importantísimas fuentes de remuneración de honor, bienes y rentas pertenecientes a las órdenes militares de Santiago, Calatrava y Alcántara. Debido a los enormes recursos que poseían, constituían un poderoso baluarte de poder fuera del control monárquico. Eran remuneradoras de bienes materiales y simbólicos, y a través de ellas se disponía de un fuerte potencial de patronazgo; fue por ello por lo que don Fernando utilizó su capacidad diplomática en Roma para hacerse con la titularidad de los maestrazgos según se fueran produciendo las vacantes de los mismos: Santiago en 1476, Calatrava en 1487 y Alcántara en 1494. Entre 1495 y 1498, los reyes mantuvieron en su consejo a un grupo de asesores pertenecientes a las órdenes militares, origen de lo que más tarde sería el Consejo de Órdenes y muestra de la voluntad de dotar de permanencia a su administración. Fernando el Católico, aun cuando no pudo incorporar las órdenes a la corona, dejó sentadas las bases para que a su muerte, su sucesor consiguiera incluirlas en su patrimonio a perpetuidad (obtenido por Carlos V en 1524, por concesión de Adriano VI). Y es que no podía prescindirse de las rentas, bienes y tierras obtenidas ni se podía dejar al albur de la capacidad remunerativa en honor y bienes de los grandes maestres (encomiendas, prioratos, vicarías, hábitos militares, etc.). Las rentas y beneficios incorporados al control de la corona fueron inmensos; se llegó a estimar que, con lo adquirido, Fernando el Católico sería el mayor prelado del mundo después del papa (Ayala Martínez, 2003). 

			2. Reforma, religión y gobierno

			Hace algo más de cien años, las investigaciones del historiador alemán Wilhelm Maurenbrecher rompieron la imagen tópica de que España había pasado directamente de la Edad Media a la Contrarreforma, sin llegar a conocer el Renacimiento. Maurenbrecher señaló que la Reforma no se produjo en España no porque fuera una excepción respecto a la modernidad sino simplemente por ser su precursora. España había sido inmune a Lutero y al protestantismo debido a que sus ideas ya estaban implantadas en el país. Había existido una «prerreforma española» que precedía a las de Lutero, Calvino o Zwinglio, de modo que la espiritualidad protestante apenas tuvo adeptos en las coronas de Castilla y Aragón por el simple motivo de que la Reforma por la que suspiraba casi toda Europa aquí ya se había efectuado. Esta renovación de la espiritualidad y de la estructura eclesiástica española comenzó en el siglo XV y concluyó en la segunda mitad del siglo XVI estando sus orígenes intelectuales en el llamado movimiento de la observancia, porque nació en las órdenes religiosas demandando volver a la regla original de los fundadores, a observar con rigor sus preceptos. Esta ansia de renovación estuvo vinculada a los efectos de la crisis del siglo XIV atribuyéndose las epidemias, guerras y hambrunas a la ira de Dios. Para los hombres de la Edad Media, la causa principal de la cólera divina era el comportamiento de la Iglesia, primero por la «cautividad babilónica» en Aviñón y después por el Gran Cisma de Occidente que dividió a la cristiandad en dos obediencias: romana y aviñonesa. Una Iglesia mundana, dividida y sometida al capricho de sus ministros no destacaba ni por su ejemplo ni por su dedicación a unos fieles que necesitaban ayuda y confortación en un tiempo terrible. Diversos predicadores exigieron una reforma «in capite et in membris», en la cabeza y los miembros, y, si el papa era incapaz de hacerlo, correspondía a los fieles reformarse a sí mismos para retornar a la senda marcada por la divina providencia (Álvarez Palenzuela, 1982; Andrés, 1975). 

			Donde caló con mayor fuerza este mensaje de pureza y renovación fue, como es obvio, entre quienes vivían la vida religiosa con más intensidad, frailes y monjas. De hecho, la demanda de pureza y de cumplimiento riguroso de los preceptos y reglas de los fundadores provocó una división de las órdenes religiosas entre claustrales o conventuales y observantes o reformados. Es decir, entre quienes querían un cambio profundo y quienes lo rechazaban. Si bien el cambio no significaba una revolución sino la vuelta a la forma original, la reforma (de re formatio, vuelta a la organización originaria). La pureza del cristianismo primitivo de los primeros padres fue exaltada e idealizada, renegándose de la tradición y de las transformaciones que durante la Historia habían cambiado a la Iglesia, que era un sistema de poder muy alejado de los pescadores galileos que acompañaron a Jesucristo en sus predicaciones. Los debates de franciscanos, dominicos, agustinos, benedictinos o jerónimos alcanzó a los laicos, adquiriendo rasgos de verdadero fenómeno social. La literatura espiritual se difundió en la sociedad y se multiplicaron las traducciones a lengua romance con gran éxito de lectores (García Oro, 1979). 

			La literatura reformada promovía la supremacía de la emoción, el recogimiento y el cumplimiento puntual de los preceptos de la vida virtuosa. Muchos preferían el amor a Dios antes que su conocimiento y todos buscaban una religiosidad más pura, tanto en lo formal como en lo interior del individuo. Melquíades de Andrés, el gran estudioso de estos fenómenos, indicaba que el reformismo no se desarrolló de forma uniforme sino a través de vías o corrientes espirituales, muchas veces contradictorias y opuestas. Asimismo, dentro de las distintas órdenes religiosas se hallarán a su vez una o varias modalidades reformistas. En un intento de síntesis, Menéndez Pelayo advirtió líneas preferentes que correspondían grosso modo a diversas órdenes religiosas, distinguiendo tres grupos: los ontologistas o intelectualistas eran mayoritariamente dominicos, los psicologistas o afectivos franciscanos y los más genuinos, los eclécticos o «escuela española» que en su gran mayoría eran jerónimos y benedictinos (Andrés, 1962; Andrés, 2009).

			Aunque la realidad era mucho más compleja, esta clasificación nos sirve para considerar lo que significan las órdenes religiosas y lo importante que es que algún personaje de la corte se adhiera a una u otra o bien que se les encomiende la evangelización de un territorio. No todo el mundo compartía un mismo ideal reformista, había muchas reformas posibles y deseables, la vuelta a la pureza original tenía significados distintos, lecturas que muchas veces eran incompatibles. El desorden, la hipocresía, la inmoralidad, la ignorancia, el abuso de poder, el absentismo eran males en los que todos coincidían en erradicar. Al mismo tiempo, la jerarquía eclesiástica no era insensible, como parte de los reinos, como uno de los tres estados que constituían la comunidad política, estaba empeñada en restaurar su crédito, preocupándose por devolver a los clérigos el prestigio y la preeminencia social que como guías espirituales les correspondía ejercer. En los extremos de las corrientes reformistas se hallan dos posiciones opuestas: ascéticos y místicos. La ascética privaba de los aspectos formales de las devociones, de los actos externos de sacrificio, penitencia y oración, era una espiritualidad dispuesta a cambiar a los hombres con la publicidad de la virtud, mientras que la mística contemplaba la fe como un acto individual, por eso muchos de sus seguidores gustaban de la lectura directa de las Sagradas Escrituras, la oración mental y la sencillez. Rechazaban la sofisticación, el intelectualismo y la publicidad de la devoción, siendo poco atentos con las formalidades exteriores. Una pretendía reformar imponiendo y controlando la forma de las devociones, a través de normas y disciplinas, la otra confiaba en el conocimiento y la toma de conciencia del individuo (Álvarez Palenzuela, 1982; García Oro, 1979).

			La reforma espiritual tenía como objeto último la reforma del pueblo cristiano. Esta abarcaba por tanto al conjunto de toda la sociedad, siendo inseparable la unidad religiosa y política, por lo que, para acometerla, había que integrar, expulsar o excluir a las diferentes minorías. Todos los reformadores coincidían en defender la unidad espiritual para el mantenimiento de la paz pública y la integración social. Américo Castro percibió ahí, en la armonía estamental, la muerte de las tres culturas como posibilidad de una España diferente. Un orden político legitimado por una creencia religiosa excluía la posibilidad de existir de otras confesiones. Castro idealizaba una tolerancia que nunca se dio en realidad, porque las furiosas persecuciones iniciadas a finales del siglo XIV provocaron conversiones masivas de judíos (Castro, 1970). 

			Bajo el pretexto de que la mayoría de las conversiones eran fingidas, en muchos lugares se dictaron normas excluyendo a los conversos o sus descendientes, exigiendo certificados (llamados estatutos de limpieza de sangre) que requerían certificar cuatro generaciones limpias de sangre judía o mora, los famosos cuatro costados que borraban la huella del origen impuro y que se creían suficientes para borrar la memoria de la fe mahometana o judía en el linaje. Los casos más antiguos de redacción de estatutos pueden datarse en torno a 1414 o 1418, pero debe subrayarse (y es importante) que esta medida no tuvo una aplicación universal, fue establecida separada e individualmente en cabildos, municipios, cofradías y órdenes religiosas sin un orden cronológico y organizativo de signo generalista. Todavía hay que esperar al año 1550 para que se introduzcan en el cabildo de la catedral de Toledo y a 1612 para que lo haga el cabildo de Tuy (Sicroff, 1985). 

			Era común en la Europa cristiana considerar la infidelidad confesional como deslealtad al soberano, pues quien ignoraba la ley Dios, ignoraba el orden social y político. Los soberanos preferían buscar la unidad religiosa de modo que la pragmática de expulsión de los judíos en 1492 perseguía, precisamente, favorecer este proceso, pues se creía que con esta medida los conversos o cristianos nuevos perdían totalmente el contacto con su vieja fe y se impedía el proselitismo de las juderías (Edwards, 2001; Martínez Millán, 2007). 

			La asimilación no fue completa. Los nuevos cristianos no se disolvieron en el seno de la sociedad sino que se integraron como un grupo con perfiles propios. Fueron visibles al constituir en las ciudades españolas una minoría urbana característica, un grupo acomodado, distinguible por su riqueza y por sus estudios, con un nivel de alfabetización muy por encima de la media, situándose sus miembros a la cabeza de la sociedad, en el comercio, la banca o el servicio real. Al mismo tiempo, los conversos de origen musulmán, en su gran mayoría agricultores, al integrarse por abajo no causaron los mismos recelos y temores que los procedentes del judaísmo. Al hallarse en zonas marginales o periféricas, los moriscos fueron en su gran mayoría irreductibles e inasimilables; apartados en comunidades rurales, la falta de contactos e intercambios con la mayoría cristiana no creó las condiciones necesarias para su integración. 

			En 1478 se creó el primer tribunal de la Inquisición en Sevilla con la intención de extirpar la herejía judaica. Como la gran mayoría de los nuevos cristianos seguían residiendo en los mismos barrios donde habitaban antes de bautizarse, mantenían un mismo entorno social y familiar, costumbres y hábitos propios, fue fácil acusarlos de conservar la vieja religión. Con la creación del tribunal se inició una brutal persecución contra el marranismo, el judaísmo clandestino, que en realidad se dirigió más que a extirpar la heterodoxia a borrar y aniquilar un estilo de vida. Entre 1482 y 1532, sobre una población de unos 400.000 conversos hubo unos 35.000 penitenciados, y unos 6.000 fueron condenados a muerte (aunque cerca de la mitad huyeron y fueron quemados en efigie). Desde la perspectiva de una antropología elemental, los inquisidores entendían que la religión formaba parte de un sistema cultural cuyas piezas encajaban unas con otras y cuyos elementos se remitían los unos a los otros. Los criptojudíos que perecieron en las hogueras de Córdoba, Sevilla o Llerena fueron al patíbulo por probarse que no comían carne de cerdo, que descansaban los sábados, que se habían circuncidado, que guardaban ciertas normas de higiene, que vestían de determinada manera, que confeccionaban ciertos dulces o que guardaban algunas tradiciones familiares, en muy pocas ocasiones por no creer en la fe de Cristo. Los cargos se establecieron sobre indicios materiales y culturales cuya malignidad, en principio, desconocían los encausados y los procesos desatados contra la minoría conversa tuvieron rasgos muy violentos que han sido diversamente interpretados por los historiadores: mientras que para Domínguez Ortiz esto planteaba un problema social, de conflicto de clase, para el historiador israelí Benzion Netanyahu el problema radicaba en un sentimiento racista, un antisemitismo primario, afirmando que los inquisidores quemaban como judíos a personas que sabían que eran cristianos sinceros (Domínguez Ortiz, 1955; Netanyahu, 1999). 

			Aun cuando se trata de un tema enormemente complejo, la Inquisición se perfiló como una importante herramienta concedida por el papa Sixto IV a los Reyes Católicos para afirmar su autoridad sobre la sociedad participando en la disciplina moral de sus súbditos. Las instrucciones emanadas en 1484 bajo el primer inquisidor, Torquemada, suponen un acto legislativo de enorme trascendencia. A estas les siguieron más instrucciones que definieron las competencias, autoridad y jurisdicción de los inquisidores, perfilando distritos y dando contenido a una nueva forma de autoridad en la que el rey intervenía de una forma desacostumbrada en materia de fe. Francesco Guicciardini anotó en sus diarios que Fernando el Católico fue perfectamente consciente de la utilidad política del gobierno espiritual, prestando atención a su importancia estratégica para el ejercicio de la autoridad soberana. La reina Isabel, sin embargo, no compartía el punto de vista de su marido; sus confesores y consejeros espirituales veían la religión como un fin en sí mismo, no como un instrumentum regni, una simple herramienta de poder con el que dominar a los sujetos por medio de las conciencias (Martínez Millán, 2007). 

			3. Cruzada y expansión ultramarina

			Señalábamos más arriba la existencia de dos lógicas distintas en la agregación y expansión territorial de los reinos peninsulares durante la Edad Media. Las estructuras de la corona de Aragón y de Castilla obedecían a experiencias muy distintas, ya que desde el siglo XIV los aragoneses forjaron su expansión dentro de la cristiandad y los castellanos ampliando la frontera de la cristiandad. A estas dos formas de crecimiento, debemos añadir dos proyecciones geográficas distintas, Aragón, volcada al Mediterráneo, tenía un interés preferente por Italia mientras que Castilla proyectaba su esfuerzo hacia el Atlántico y el Magreb, en dura competencia con los portugueses. 

			En la Baja Edad Media, la corona de Aragón se desinteresó de la Reconquista peninsular y concentró su acción exterior en el Mediterráneo. Por el tratado de Monreal (1305) los reyes de Aragón cedieron a los de Castilla la conquista del reino de Murcia, renunciando a avanzar sobre Cartagena. Esta decisión estuvo motivada por dos razones, la expansión del comercio barcelonés y el establecimiento de una red comercial que introducía en Europa Occidental y la península ibérica los productos de Oriente, compitiendo con las ciudades italianas (principalmente Génova y Venecia) en un lucrativo tráfico de productos de lujo. La necesidad de poseer una presencia territorial que garantizase las comunicaciones entre Barcelona y Oriente está en el fundamento de este impulso expansivo cuyo primer objetivo lo constituyó la isla de Cerdeña, concedida en 1297 a los reyes de Aragón por bula del papa Bonifacio VIII (Giunta, 1989). 

			La isla se sometió muy lentamente y a muy alto coste. Tras más de cien años de cruenta guerra, los sardos fueron sometidos a una élite de señores que se ennoblecieron con la conquista borrando la estructura social y política preexistente, en el siglo XV la mitad de la nobleza sarda era de origen catalán, otra cuarta parte aragonesa y valenciana y el resto eran linajes sardos, italianos y mallorquines. Esta élite de conquistadores impuso sus leyes, instituciones y costumbres. En 1355 se creó un Parlamento del reino como réplica de las Cortes de los territorios peninsulares y dos gobernaciones o capi de Cagliari y Sassari (que en 1401 quedaron subordinadas a la autoridad de un virrey). Pero el reino no era del todo autónomo, integrado al espíritu de confederación que se atribuye a la corona aragonesa pero al mismo tiempo fuertemente vinculado a Cataluña en su ordenamiento jurídico. La jurisprudencia y el derecho catalán se empleaban en la administración de justicia y las normas se vinculaban de una manera u otra a esa matriz, en 1421 el Parlamento adoptó la fórmula de que las «corts e parlaments quant se celebraran (se debían) celebrar e proseguir iuxta lo styl e practica de Cathalunya». Aunque con una peculiaridad, el estamento militar podía autoconvocarse sin necesitar el mandato del soberano, dejando bien clara la preeminencia social y política de los conquistadores, articulados en torno a dos linajes dominantes, los Villasor y los Castellví. El derecho, las costumbres y jurisprudencia catalanas eran extensibles a Cerdeña y la lengua catalana era la lengua administrativa, la empleada en las reuniones del Parlamento o en sus peticiones al rey (Tanzini, 2011; Giunta, 1989; Pitzorno, 1986). 

			La integración de Sicilia en la monarquía fue radicalmente distinta. Fruto del interés prioritario en consolidar la presencia política y comercial barcelonesa en el Mediterráneo, los soberanos aragoneses buscaron alianzas y confederaciones con las potencias italianas, construyendo una diagonal insular (Baleares, Cerdeña y Sicilia) que comunicaba con Túnez y Levante. Sicilia era la llave que abría el paso a las dos mitades del Mediterráneo y era crucial su alianza y cooperación para mantener la red de consulados en Oriente. Siendo este reino parte del patrimonio de la casa imperial alemana, los aragoneses —durante los conflictos entre papado e imperio— adoptaron siempre una posición proimperial, gibelina, y fueron tradicionales enemigos de Francia y sus aliados, güelfos. Pedro III de Aragón contrajo matrimonio con Constanza de Hohenstauffen para consolidar los lazos con sus aliados y los gibelinos. En 1268 Carlos II de Anjou venció a Conrado II de las dos Sicilias, le dio muerte, quedando extinguida la casa de los Hohenstauffen. Los barones sicilianos no aceptaron de buen grado el dominio angevino y después de la célebre rebelión del Vespro (29 de marzo de 1282) ofrecieron el reino a la única superviviente de la dinastía, Constanza, esposa del rey de Aragón y fue este el que aceptó proteger y defender a los sicilianos (Corrao, 1991; Giunta, 1989; Runciman, 1961). 

			Sicilia, como se puede ver, no fue agregada tras una dura conquista y se constituyó como un reino «paccionado». Es decir, al entregarse voluntariamente a Pedro III de Aragón se hallaba vinculado a la corona por un contrato, jurado por los reyes y que se recoge en los Capitula Regni Siciliae, la compilación legislativa que guardaba la memoria de las peticiones del Parlamento concedidas por los soberanos como contrapartida a donativos y concesiones recibidas del reino. Los privilegios alfonsinos de 1446 fijaron, además, la singularidad del reino al establecer que todos los oficios y magistraturas se reservarían a regnicoli (naturales), se prohibió extraregnare las causas judiciales (no podía dictarse sentencia desde el extranjero), se mantuvo mero y mixto imperio para los nobles asistentes al Parlamento y la reserva de la mitad de los oficios y beneficios eclesiásticos a los sicilianos (privilegio de la alternativa). La diputación del reino vigilaba el cumplimiento de estas obligaciones, aunque la corona siempre trató de sortear estos obstáculos mediante «naturalizaciones» y matrimonios mixtos, aunque nunca logró cambiar nada en lo esencial. El soberano disponía de escasos instrumentos para ejercer su autoridad, el virrey, el sindacato (inspección de los oficiales), la Monarchia Sicula (que le reservaba el gobierno de la Iglesia como vicepapa en el Reino) y la Inquisición (introducida por Fernando el Católico). La adquisición de Sicilia supuso el comienzo de una larga competencia entre aragoneses y franceses por el control del Mezzogiorno, el sur de Italia. El reino de las dos Sicilias quedó partido en dos, el reino de Nápoles en el continente, bajo la casa de Anjou, y el insular de Sicilia bajo la de Aragón. Alfonso V el Magnánimo consiguió expulsar a los angevinos napolitanos e integrar el reino en 1442, permaneciendo como territorio unido a la corona de Aragón hasta su muerte en 1458, pues dispuso que allí le sucediese su hijo bastardo Ferrante mientras que el resto de los estados de la Corona los recibió su hermano, Juan II de Aragón, padre de Fernando el Católico (Corrao, 1991; Giarrizzo, 1999). 

			La política de los reyes de Aragón conciliaba los intereses dinásticos de la casa real con los beneficios comerciales de Barcelona, ciudad en la que confluía una red de puestos que la conectaba con las rutas de África, accediendo al oro de Sudán, y de Oriente, accediendo a los mercados de especias y objetos suntuosos de Constantinopla y Alejandría. Varios puertos de Levante disponían de consulados barceloneses que comunicaban la ciudad con la cuenca del Nilo, Palestina y Anatolia. Sin embargo, durante el siglo XV esta red comenzó a debilitarse comenzando el declive de la capital catalana. La dura competencia con Génova, por una parte, y la política dinástica de la casa real por otra, situaron los intereses comerciales en un segundo plano al adoptarse un ethos militar y caballeresco que dio un nuevo sentido a la expansión, en la que primó lo militar sobre lo comercial. La anexión de Cerdeña y la intervención en la guerra civil siciliana, conocida como guerra del Vespro (1282-1302), había permitido a la pequeña nobleza prosperar y obtener feudos. Alfonso V el Magnánimo, con sus aspiraciones a completar la posesión de las Dos Sicilias, dio un giro importante a la política aragonesa. La campaña de Nápoles (1436-1443) facilitó el ascenso social por la vía nobiliaria, reforzando la autoridad del rey y el papel de la corte, razón por la que el soberano prefirió residir en Italia antes que regresar a España (Ryder, 1992; Sáiz Serrano, 2011; Giunta, 1989). 

			Como podemos apreciar, la corona de Aragón creció agregando territorios que iban «confederándose» al conjunto de estados patrimoniales, con mayor o menor autonomía, pero siempre suficiente para marcar su singularidad legal, política, económica y social. Eventualmente Alfonso V hizo expediciones militares a Djerba (1432) y Trípoli (1434) pero la Cruzada y la expansión fuera de los límites de la cristiandad ocuparon un lugar muy secundario, tratándose sobre todo de expediciones punitivas. Sin embargo, Castilla desarrolló su expansión de forma muy distinta, dirigida precisamente a mover la frontera cada vez más hacia el sur, por incorporación de territorios y poblaciones a su espacio social, económico, político y jurídico. A diferencia de Aragón, donde primó el protagonismo de la dinastía, después de la conquista de Granada, la iniciativa la tomaron los particulares siendo su crecimiento más por franquicia que por impulso de los soberanos. La frontera con el islam marcaba una diferencia en las dos formas de expansión. La tierra de los infieles no estaba protegida ni regulada por el derecho, era un espacio libre a disposición de quienes lo conquistasen, lo sometiesen y lo poblasen, eran tierras que se incorporaban a la cristiandad y cuya anexión era deseable y se hallaba bendecida por la Iglesia y por la corona, que autorizaba las conquistas. Como ha indicado John Elliott, la secuencia que va del fin de la Reconquista a la conquista de América son, para Castilla, un final y un principio. La caída de Granada en manos castellanas es la primera fase de la expansión norteafricana que acabará proyectándose en una empresa transoceánica (Elliott, 1986; Ryder, 1992).

			Más allá del ideal de cruzada que presidió la guerra de Granada es preciso indicar la relación existente entre la caída del reino nazarí y los éxitos portugueses en África. Portugal se encontraba a fines del siglo XIV en una inmejorable situación geográfica, política y económica. Su monarquía se hallaba perfectamente consolidada, una sociedad sin conflictos, fronteras estables y una posición geográfica privilegiada para conducir los productos subsaharianos a los mercados europeos por medio del eje Lisboa-Flandes. Su expansión atlántica se vio estimulada por la irrupción del Imperio otomano en el Mediterráneo oriental y la caída de Constantinopla que, si bien no cortó el tráfico, encareció los precios e hizo más interesantes los productos africanos (Chandeigne, 1992).

			A través del Sáhara llegaban a los puertos peninsulares oro, marfil, especias y esclavos. La escasez de oro en Europa y la suposición de que las minas y los placeres auríferos estaban accesibles en el Atlántico africano impulsaron la exploración y reconocimiento de las costas del continente. Asimismo, la escasez de trigo en Portugal hizo que la nobleza se interesase en ampliar sus señoríos y rentas por medio de la continuación de la conquista al otro lado del Estrecho, en Marruecos. Pero, más que alimentos, las islas atlánticas que se fueron descubriendo y colonizando trajeron nuevas e insospechadas fuentes de riqueza, como el cultivo de la caña de azúcar que se implantó con éxito en las islas Azores y Madeira, dando paso a la producción a gran escala de un producto muy demandado en los mercados europeos y casi más valioso que el oro. La economía de las plantaciones generó una fuerte demanda de mano de obra, intensificándose la exploración del golfo de Guinea para capturar esclavos y el tráfico de seres humanos se convirtió en otra fuente abundante de ingresos. El colapso del comercio de Oriente obligó también a la búsqueda de fuentes alternativas de materias primas que demandaban los centros manufactureros de los Países Bajos e Italia: colorantes (grana, añil, cochinilla, brasil, etc.), goma laca, especias, etc. (Iniesta i Vernet y Roca Álvarez, 2002) 

			La exploración de la costa al sur del cabo Bojador perseguía la adquisición de los placeres auríferos africanos, apropiarse de los lugares donde «nace» el oro, como se decía entonces. Era un movimiento expansivo más predatorio que comercial, puesto que no se buscaba el intercambio sino el expolio para obtener grandes y fabulosas riquezas. Estos avances portugueses inquietaron a los castellanos, que temieron verse desplazados del norte de África y del Atlántico, que también constituían para ellos sus áreas naturales de expansión y comercio. En 1455 la corona de Castilla reanudó la guerra contra el reino nazarí; la toma del Estrecho por los portugueses obligaba a ocupar toda la línea de la costa peninsular al este y al oeste de Gibraltar. En este contexto, el reino musulmán de Granada constituía un estorbo que era preceptivo eliminar para disponer de un acceso directo al norte de África. Además, tras la caída de Constantinopla en 1453, el Papa había exhortado a todos los príncipes cristianos a luchar contra el islam y alzar el estandarte de la cruzada, con lo que había legitimidad suficiente para emprender la empresa. Enrique IV de Castilla vio en esta convocatoria un buen pretexto para aumentar sus rentas (no solo por las conquistas sino también por los subsidios y donaciones concedidos por la Iglesia y por sus súbditos) y consolidar su poder y prestigio sobre el país y la nobleza en una empresa común. Entre 1455 y 1457 se lanzaron seis ofensivas militares a gran escala contra Granada. Pero en 1464 estas incursiones se abandonaron y se mantuvo una situación de tregua hasta 1482, año en el que Isabel I reactivó las hostilidades con la toma de Alhama (Fernández-Armesto, 1987).

			En 1492, conquistado el reino de Granada, el acceso a los beneficios africanos estaba ya expedito. Los Reyes Católicos, dueños de los importantes puertos de Gibraltar, Málaga y Almería, dominaban ya toda la franja de costa europea en los límites del Atlántico y el Mediterráneo. Esta proyección se complementaba con la conquista casi simultánea de las islas Canarias: Gran Canaria (1478-1483), Tenerife (1496) y ya solo faltaba la toma de una cabeza de playa al otro lado del Estrecho para romper el monopolio portugués. En 1494, Alejandro VI dio su bendición a la Cruzada Norteafricana y concedió los habituales tributos anejos a dicha concesión. El duque de Medina-Sidonia tomó Melilla en 1497, pero ahí se paró bruscamente la iniciativa castellana al estallar la primera rebelión de las Alpujarras en 1499. Hasta 1505 no se plantearon nuevas campañas. Castilla separada de Aragón tras la muerte de Isabel la Católica y bajo la regencia de Cisneros ocupó Mers-el-Kebir y Orán (1509-1510). Al parecer, Cisneros proyectaba crear en el norte de Africa un imperio hispano-mauritano que Fernando el Católico paralizó y abandonó definitivamente, al establecer como prioridad diplomática y militar la consolidación la hegemonía en Italia (Alonso Acero, 2005).

			Canarias, más que Granada, constituirá el modelo de la conquista de América, más que nada porque la colonización antillana siguió pautas definidas allí, que también se habían inspirado en la colonización de Madeira y Azores, incluida la introducción y explotación de la caña de azúcar. Sin saberlo, esta conquista iba a tener un valor importantísimo por ser una escala indispensable en la ruta a América al tiempo que fue un inmejorable «laboratorio» para la conquista del Nuevo Mundo. En ella se estableció el llamado sistema de capitulaciones, es decir, contratos privados entre la corona y los «conquistadores» de carácter semifeudal; el conquistador tipo podría ser Fernández de Lugo, adelantado de Las Palmas, que recibía el gobierno del territorio conquistado, la autoridad militar, lotes de tierra, ennoblecimiento y los despojos de la conquista (bienes muebles y cautivos) (Aznar Vallejo, 1983).

			Se trataba de una situación feudal en la que la conquista se convertía en una actividad privada pero, a través de la «capitulación», la tierra conquistada era una concesión de la corona que podía perderse en caso de no cumplirse con lo capitulado: evangelización, intervención de la administración de la justicia real. Los adelantados tomaban posesión de las tierras en nombre de la corona, de la que recibían la autoridad para conquistar, las ciudades fundadas dispondrían de fueros y privilegios de concesión real, quedando ligadas a la autoridad de la corona trasladándose allí la organización municipal castellana que convertía las ciudades en «espacios libres». 

			A los pocos años de concluir la conquista de Gran Canaria, en 1486, un marino genovés, Cristóbal Colón, se presentó en la corte castellana con un proyecto de ruta alternativa a la planteada por los portugueses para alcanzar Asia. El proyecto fue rechazado con rotundidad. Sin embargo, en 1491 los Reyes Católicos lo reconsideraron. La primera impresión que ofrece la lectura de los cuadernos del Almirante es que el móvil esencial del viaje es el deseo de enriquecerse, si bien esto ha de tomarse con cautela porque no conocemos el original del texto sino una versión de fray Bartolomé de las Casas, hostil al descubridor. En las anotaciones del primer viaje todo parece indicar que el afán de lucro es el motivo de la expedición, así, apenas ha arribado a las Indias, el 13 de octubre de 1492, el almirante escribe: «No me quiero detener por calar y andar muchas islas para fallar oro». Esto está marcado en la matriz misma del descubrimiento, la exploración exhaustiva de las costas antillanas tenía la impronta de las exploraciones portuguesas, adoptando las mismas pautas que se siguieron en los estuarios de los grandes ríos africanos para localizar los placeres auríferos (Todorov, 1987; Arranz Márque, 2006; Fernández-Armesto, 1987).

			Colón menciona el oro como señuelo, para llamar la atención de socios e inversores; prometió encontrar metales preciosos para obtener el patrocinio de su proyecto, daba indicios, pistas, rastros, noticias para tranquilizarles. Cuando se supo que en las nuevas tierras no había oro, cayó en desgracia. Nadie, ni los marineros, ni los patrocinadores, se hubieran aventurado a financiar la empresa sin la oferta de una ganancia. Según Todorov, el diario de Colón está destinado a ellos y, ante la evidente falta de oro, fue preciso llenar el relato de indicios que multipliquen su presencia y no hagan desfallecer el entusiasmo y el apoyo a ulteriores expediciones (Todorov, 1987). 

			Sin embargo, más allá de la codicia, la intención de Colón era extender el cristianismo por el mundo; tras leer los relatos de Marco Polo, pensó en la posibilidad del «camino occidental» a Asia, encontrar al gran Kan, y con las inmensas riquezas obtenidas tomar Jerusalén tras una inmensa cruzada que abriría la edad de oro de la Humanidad. Este proyecto lo reflejó en el diario de su primer viaje, y lo mismo que hoy nos puede parecer chifladura, también debió de parecérselo a sus contemporáneos: 

			[hay oro] en tanta cantidad que los Reyes antes de tres años emprendiesen y aderezasen para ir a conquistar la casa santa, que así protesté a Vuestras Altezas, que toda la ganancia de esta mi empresa se gastase en la conquista de Jerusalén, y Vuestras Altezas se rieron. 

			En su testamento recordó a sus herederos que con las riquezas obtenidas en América debían armar un ejército para conquistar el Santo Sepulcro. El oro y la religión se complementan, se trata de obtener fondos para instaurar el cristianismo triunfante en el mundo (Arranz Márquez, 2006; Fernández-Armesto, 1987).

			La actitud de Colón como descubridor es asimismo paradójica, no es un hombre moderno, parte de una profunda convicción que hace pensar que sabía que no se arriesgaba en una expedición vana o inútil, lo que ha hecho pensar en un «protonauta anónimo» que le transmitió su secreto, pero también en una firme creencia de carácter religioso o místico. Ha de considerarse en sus intenciones y argumentos una mezcla de propósitos en los que al deseo de descubrir y conocer nuevas tierras se añaden intenciones convencionales como convertir a los infieles, procurar la Universitas Christiana. La obtención de riqueza era el medio para seguir avanzando en pos de la victoria de la fe, es decir, alcanzar Jerusalén y con ello llegar al final de la Historia (Manzano, 1989; León Azcárate, 2007). 

			La fe y la confianza que tenía Colón en sí mismo y en su misión, su capacidad de convicción, era tal que pudo emprender la empresa en cuatro ocasiones sin que los resultados justificasen tanto empeño. Fue muy grande la decepción por no hallar las ricas ciudades de los reinos de Cipango y Catay. No se encontraron civilizaciones ni sociedades complejas, ni placeres auríferos semejantes a los de Guinea, las nuevas tierras no eran muy diferentes a las islas Atlánticas, lugares aptos para plantaciones y poco más. En el momento posterior al descubrimiento, la colonización fue esencialmente agrícola, en 1503 se construyó el primer ingenio azucarero y en 1517 las grandes Antillas eran ya un gran centro productor y exportador de azúcar a Europa. La demanda de azúcar y el aumento de las cosechas introdujo la práctica del trabajo forzoso de los indígenas por el sistema de «repartimientos». No tardó en escasear la mano de obra a causa de la dureza de los trabajos forzados, las malas condiciones de vida y las enfermedades europeas; de los 500.000 habitantes que tenía La Española en 1492, apenas quedaban 32.000 en 1514. En 1502, una flota de 30 buques y 1.200 hombres, al mando de Nicolás de Ovando, fue a «poblar» las Indias, no a descubrir o conquistar, con la intención de repartir la tierra entre colonos que se asentarían allí al modo de las repoblaciones de Castilla. Puerto Rico se incorporó en 1508, Cuba y Jamaica en 1511, estableciéndose una gobernación en el continente en 1514: Castilla del Oro. 

			En un primer momento, el descubrimiento tuvo un fuerte impacto. La nueva provocó un problema con Portugal, pues se creyó que quedaba abierta una ruta de acceso a las riquezas de oriente esquivando el monopolio portugués y dejando inservible el tratado de Alcaçobas (1479) por el que los castellanos habían renunciado a navegar más allá del cabo Bojador y, por tanto, a seguir la ruta que conducía a Asia circunnavegando África. En consecuencia, los soberanos de Castilla y Portugal solicitaron la mediación del papa Alejandro VI, para que delimitara las áreas de expansión de cada cual. Las bulas Inter caetera (3 de mayo), Inter caetera II, Eximiae Devotionis, Piis Fidelium (todas en junio) y Dudum siguidem (septiembre de 1493) dividieron el mundo en dos mitades, una portuguesa y otra castellana separadas por un meridiano situado a 100 leguas al oeste de Cabo Verde (37°15’). Con las bulas alejandrinas, castellanos y portugueses perfilaron en el tratado de Tordesillas, firmado el 7 de junio de 1494, una línea divisoria situada más lejos, a 370 leguas al oeste de dicho cabo, en el meridiano 46°35’ (Espino López, 2013). 

			El reparto del mundo se había consumado y se abría una etapa nueva en la historia de la Humanidad. Este impacto no solo tuvo efecto en el conocimiento geográfico, en las expectativas de conquistas y en las nuevas tierras donde los colonos podrían prosperar liberándose de las ataduras de la Vieja Europa. Además de una tierra de promisión, el descubrimiento plantea nuevos problemas, insólitos, que afectan a la comprensión del mundo, de la naturaleza y del hombre. Cuando los primeros navegantes arribaron a América, descubrir significaba simplemente arrojar luz sobre las tinieblas, llevar la luz de la fe a los paganos de China, India y Japón (Janse, 2007). 

			Para el castellano del siglo XV, el ideal de cruzada prescribía una misión transformadora de integración de la humanidad en la cristiandad. Esto significaba considerar al «incivilizado» como un ser inferior e inmoral. Esta presunción permitía su expolio y así se procedió al principio en relación con los indígenas americanos, porque al desconocer el derecho carecía de derechos. Esta actitud estuvo acompañada de una completa ausencia de sanciones para quienes agredían, maltrataban y dañaban a los indígenas, por entenderse que con ellos solo cabía la imposición de obediencia (Todorov, 1987; Pagden, 1988). 

			No obstante, esta percepción del indígena se transformó muy pronto, porque hubo colonizadores que advirtieron que los habitantes de las tierras recién descubiertas no encajaban en los clichés culturales elaborados en el Viejo Mundo. En 1511, en el sermón de la víspera de Navidad, Antonio de Montesinos, un dominico de La Española, lanzó desde el púlpito un incendiario discurso contra los desconcertados hacendados antillanos, acusándolos de incumplir el mandato evangélico, procurándose la condena eterna, pecando por maltratar a sus prójimos. Montesinos abrió el debate sobre los derechos de los indios. La denuncia de los abusos perpetrados por los colonizadores daría lugar a la polémica sobre la conquista y el sometimiento de los indígenas, centrándose en la cuestión de los justos títulos. Los indígenas no eran infieles, no seguían ni la ley de Mahoma ni la de Moisés, luego no eran aplicables las leyes conocidas de la guerra. Montesinos y con él algunos colonizadores se preguntaban si era legítimo desposeer y someter a los indígenas, haciéndose preguntas de mayor alcance, relativas a la naturaleza humana, ¿qué lugar ocupa el indio en la creación?, ¿debe reconocérsele como una criatura humana?, ¿es titular de derechos? y, en definitiva, ¿es persona? (Pagden, 1988). 

			El problema era de la suficiente magnitud como para que inmediatamente Fernando el Católico ordenara la reunión de una comisión extraordinaria que examinara el caso en la llamada Junta de Burgos de 1512. En ella nadie puso en duda la legitimidad de la propiedad de las nuevas tierras, dado que tenía el refrendo pontificio. Pero respecto a despojar o no a los indígenas por parte de los colonizadores, la respuesta no era fácil, pues afectaba más que a la integridad de su propiedad privada a su «soberanía». Los doctores Palacios Rubios y Matías de Paz resolvieron esta duda recurriendo al derecho romano, estando la clave en las relaciones establecidas por Roma con los pueblos bárbaros (Sánchez Domingo, 2012; Sánchez Domingo y Suárez Bilbao, 2013).

			Según el derecho romano, no era necesaria justificación de ninguna especie cuando no existían sociedades civiles constituidas. Sociedad civil era por definición aquella en la que estaba reconocido el derecho de propiedad y las relaciones de propiedad, sobre las cuales se organizaban las relaciones entre los individuos y se establecían reglas que garantizasen su uso y disfrute: ahí nacía el Derecho. Si una comunidad desconocía tal cosa ni siquiera era sociedad, no era nada más que una agregación accidental de individuos. En tal caso, dichos sujetos no eran desposeídos o expoliados, dado que desconocían el sentido de la propiedad, de modo que sus tierras no eran sus tierras, sino el lugar donde casualmente se encontraban. Las conclusiones de la Junta de Burgos fueron aceptadas y resultaron altamente satisfactorias como justificación de la conquista mientras esta se mantuvo en el espacio antillano, pero la conquista de los grandes imperios, azteca e inca, volvería a poner sobre el tapete el problema de los justos títulos, dado que en estos casos nadie podía negar que se trataba de sociedades civiles constituidas (Sánchez Domingo y Suárez Bilbao, 2013). 

			4. La crisis de la unión

			A pesar de las reformas impulsadas por los Reyes Católicos después de 1479, la guerra civil siguió considerándose por nobles, eclesiásticos y patriciado urbano como un recurso más en la contienda política. Las guerras privadas entre nobles o las rivalidades banderizas en las ciudades no desaparecieron. En la larga transición que se produjo desde la muerte de Isabel I de Castilla en 1504 hasta la muerte de Fernando el Católico en 1516 la monarquía que ambos edificaron sufrió una crisis tan grave que estuvo a punto de romper definitivamente la unión de las dos coronas. El 4 de octubre de 1497 falleció el hijo primogénito y único heredero varón, el príncipe don Juan, seis meses después de contraer matrimonio con Margarita de Austria. Fue la primera muestra de la fragilidad de la unión dinástica. Mientras que en Castilla no hubo problema para proclamar heredera a doña Isabel, esposa de Manuel el Afortunado de Portugal, en Aragón la ley sálica impidió que fueran jurada por no reconocerse la transmisión de la corona por línea femenina (allí las princesas de sangre real solo eran transmisoras de derechos, solo podrían ser tutoras de su hijo primogénito varón). Esta incertidumbre pudo salvarse con el nacimiento del infante don Miguel en 1498, pese a fallecer la madre durante el parto. Pero el niño murió en el año 1500. Entonces la herencia pasó a la infanta doña Juana, casada con Felipe de Borgoña. En esta ocasión la sucesión castellana y aragonesa podían conciliarse gracias a que la pareja tuvo un primogénito, Carlos, nacido en 1500, que disponía de todos los requisitos para ser reconocido en la sucesión de ambas coronas. De modo que en 1502 Juana y Felipe viajaron a España para ser jurados reyes de Castilla y herederos en Aragón.

			Mientras tanto, en Castilla el rencor hacia los aragoneses y al rey Fernando (que habían monopolizado el poder prácticamente desde la muerte del príncipe don Juan) afloró durante el viaje de los príncipes; la nobleza, el alto clero y las ciudades castellanas aprovecharon la ocasión para forzar la ruptura de la unión dinástica. El testamento de la reina Isabel parecía avalar esa separación: Juana heredaba Castilla, Fernando debía regresar a Aragón (Prawdin, 1994; Aram, 2001; García Oro, 2007). 

			Siguiendo el ejemplo de su tío Alfonso V el Magnánimo, Fernando el Católico viajó a Nápoles, para instalarse en Italia y contraer nuevo matrimonio. Tomó como esposa a Úrsula Germana de Foix, una joven de 17 años procedente de una familia muy conocida por ser prolífica. Su intención era procrear un heredero que impidiera que su hija y su yerno pudieran apoderarse del patrimonio de los reyes de Aragón. La muerte de Felipe el Hermoso en septiembre de 1506 dio un giro inesperado a los acontecimientos. Aprovechando la enajenación mental de la reina durante el duelo, el cardenal Cisneros dio un golpe de Estado, siendo elevado a la gobernación de Castilla por una junta de nobles y miembros del Consejo Real (Prawdin, 1994; Aram, 2001).

			La regencia de Cisneros duró cerca de tres años, en los cuales se agudizó la fragmentación política y se debilitaron el poder y el prestigio de la corona. La élite política castellana se dividía y desgajaba en dos grupos opuestos, los seguidores del cardenal y los que se habían vuelto hacia el emperador Maximiliano para obtener el control de la minoridad del príncipe Carlos, el hijo primogénito de Juana y Felipe I que residía en los Países Bajos. Al mismo tiempo, un grupo aislado aún defendía a doña Juana y finalmente había otro grupo aún más minoritario pero que empezaba a crecer (por efecto de la crisis) que reclamaba el regreso de Fernando el Católico. El viejo rey, bien informado del fraccionamiento político castellano, procuró atraerse a Cisneros y sus partidarios dándoles seguridades para el futuro. El cardenal, incapaz de poner freno al ambiente de guerra civil, terminó por aceptar y llamar a Fernando el Católico en 1509 (García Oro, 2007; Martínez Millán, 2000).

			Finalmente, el rey Católico regresó a una Castilla sumida en la anarquía. Algunos linajes se hallaban enfrentados en guerras abiertas, e impresionaron al soberano las sangrientas «vendettas» de los Toledo y los Silva contra los Ayala. La situación se parecía en muchos aspectos a 1474 y el regreso había sido demasiado tardío, era preciso volver a conquistar el reino. Había que volver a empezar, organizar ejércitos, buscar partidarios, participar en combates, asedios, asaltos... era demasiado para el viejo rey. Tras durísimos asedios se tomaron las ciudades de Burgos y Córdoba, se sometió con derramamiento de sangre a los poderosos duques de Medina-Sidonia, Niebla y los marqueses de Priego que se negaban a rendirle homenaje (Martínez Millán, 2009; Martínez Millán, 2000).

			Una vez pacificado el país, Fernando V consiguió que su hija Juana fuera declarada loca e incapacitada por las Cortes. Solo él podrá tomar decisiones y tener responsabilidades. Decretó que su hija fuera encerrada de por vida en la torre del castillo de Tordesillas (donde murió en 1555). La crueldad de la decisión tenía que ver con la necesidad de conjurar el peligro de que sus enemigos políticos la empleasen contra él, ya como reina, ya casándola y repitiéndose con el nuevo esposo los problemas que ya tuviera con su difunto yerno. No llegó tan lejos como para destronar a su hija, se conformó con reinar en su nombre, manteniendo la ficción de la reina gobernante, en cuyo nombre se hacen las convocatorias de Cortes o las reuniones del consejo. A pesar de todo, no logró erradicar la inestabilidad. Don Carlos, hijo de Felipe I y Juana I, un niño de diez años residente en Bruselas, fue jurado heredero por las Cortes de Madrid (1510). Después de la proclamación, un número importante de nobles y eclesiásticos descontentos se exiliaron buscando refugio en los Países Bajos, con el fin de fomentar en la corte del príncipe heredero un ambiente hostil a su abuelo español. Alrededor del príncipe niño se organizó una fuerte oposición al gobierno de España (Martínez Millán, 2009). 

			En 1512, Germana de Foix, la joven reina de Aragón, dio a luz a un hijo que falleció al poco tiempo de nacer. Este acontecimiento recordó que Fernando el Católico podía engendrar un heredero y separar las dos coronas. Es evidente que, de haber sobrevivido aquel niño, la historia de España se hubiera escrito de otra manera (García Oro, 2007; Martínez Millán, 2009).

			5. Italia, Imperio y sucesión

			Nada hace tan estimable a un príncipe como las grandes empresas y el ejemplo de raras virtudes. Prueba de ello es Fernando de Aragón, actual rey de España, a quien casi puede llamarse príncipe nuevo, pues de rey sin importancia se ha convertido en el primer monarca de la cristiandad.

			En el capítulo XXI de El Príncipe, Maquiavelo retrató a Fernando el Católico como el prototipo de un nuevo modelo de soberano, que responde al imaginario del Renacimiento:

			[...] ambicioso, práctico, racional y audaz. Sin embargo, pese a la fama que obtuvo, las Guerras de Italia no comenzaron por la iniciativa política del soberano, más bien se vio envuelto en ellas y supo sacar provecho de la situación. Esa capacidad de desarrollar tácticas y estrategias de respuesta, el realismo político con que dirigió su actividad diplomática y militar fue lo que alabaron los observadores de la política italiana más que su proyecto político.

			 Menéndez Pidal y Alonso, 1952

			En 1483, la corona de Francia absorbió la herencia de la Casa de Anjou, y con ella su histórica reclamación del trono del Reino de las Dos Sicilias, que le fuera arrebatado por la Casa de Aragón en el siglo XIII. Su tío, Alfonso V el Magnánimo, había desgajado Nápoles de forma irregular del patrimonio de la Casa de Aragón y consideraba su deber recuperarlo. Desde 1458, reinaba en Nápoles Ferrante I, il Bastardo (1445-1494), hijo ilegítimo de Alfonso V, que por su nacimiento extraconyugal carecía de derecho de sucesión y transmisión del trono; su presencia había sido tolerada en el concierto italiano para mantener en suspenso el contencioso entre las casas de Anjou y Aragón, pero después de su muerte, si se hubiera permitido reinar a su hijo Alfonso II se hubiera legitimado una tercera vía que no interesaba a los candidatos a poseer el trono. Alfonso II de Nápoles no fue reconocido ni por el papado, que debía investirle soberano, ni por los aspirantes a la propiedad del reino, los soberanos de Francia y España. Tampoco despertó la simpatía ni la solidaridad de los potentados italianos (Mallett y Shaw, 2012; Figliuolo, 2001).

			Por otra parte, toda Italia se debatía en múltiples conflictos de carácter bilateral y local, lo cual preparaba el terreno para un conflicto generalizado. Venecia y Milán se disputaban territorios en la llanura del Po, Florencia intentaba controlar la Toscana compitiendo y guerreando con Siena y Pisa, los papas por su parte querían reconstruir el patrimonio de San Pedro y recuperar Perugia, Urbino, Rimini, Ferrara y Bolonia. El pontífice Inocencio VIII invitó al rey Carlos VIII de Francia a que tomara posesión del reino de Nápoles, pues, tratándose de un feudo de la Santa Sede usurpado por un bastardo de la Casa de Aragón, consideraba que había llegado el momento de dirimir su posesión. Para poder materializar la investidura, Carlos VIII precisaba apoyos que le franquearan el paso hasta el sur y solucionar sus diferencias con el rey de España para disfrutar de la posesión de su feudo sin alteraciones. En 1491, selló una alianza con Ludovico il Moro, señor de Milán, que le franqueaba las puertas de Italia, compró la neutralidad del emperador Maximiliano entregándole Artois y el Franco Condado (reclamados por este en la herencia de Borgoña) de modo que sus vasallos y feudatarios en el Norte no le pondrían obstáculos y selló el tratado de Barcelona reintegrando el Rosellón y la Cerdaña a Fernando el Católico a cambio de poder tomar posesión pacífica de Nápoles. El soberano francés tomó la iniciativa, estos acuerdos se negociaron y cerraron en 1493, garantizándole el aislamiento de Nápoles. En 1494, al conocer el fallecimiento de Ferrante I, entró en Italia a la cabeza de un potente ejército (Figliuolo, 2001).

			La incursión del rey de Francia dio curso a sesenta largos años de guerra, un tiempo de violencia, brutalidad y destrucción que no es recordado como un tiempo negro, porque se asocia al esplendor del alto Renacimiento. Los horrores de la guerra no se hicieron sentir de inmediato porque la invasión francesa fue más bien un acto caballeresco. En 1513, Maquiavelo presentó la campaña de Carlos VIII como un preludio suave que poco hacía prever lo que vendría después: «Italia fue recorrida libremente por Carlos, saqueada por Luis, violada por Fernando» (El príncipe, capítulo XII) (Figliuolo, 2011).

			El rey de Francia, una vez dueño de Italia, quiso presentarse como alternativa al poder imperial y como protector de la Iglesia, con lo que se ganó la enemistad del emperador Maximiliano I y el recelo del papa Alejandro VI. Como heredero de la casa de Anjou, era descendiente de los emperadores bizantinos, y pensó que además de ser rey de Francia y Nápoles podía ahora proclamarse como un nuevo emperador romano reclamando la herencia de Bizancio. En la ceremonia de coronación celebrada en Castel Nuovo, en enero de 1495, entró en la capital sobre un carro, con caballos blancos —símbolo de soberanía—, coronado con cetro y globo y bajo el grito «salud al muy Augusto Emperador». Cundió la preocupación tanto entre quienes le habían invitado a ir a Italia como aquellos que se habían manifestado indiferentes (Figliuolo, 2011; Mallett y Shaw, 2012).

			El papa Alejandro VI tomó la iniciativa: promovió una liga antifrancesa que agrupaba a casi todos los potentados italianos, formando un ejército que derrotó a los franceses en la batalla de Fornovo, en julio de 1495. Mientras, cerrado el paso por el norte, los franceses quedaban metidos en una bolsa sin escapatoria porque por el sur los españoles, desde Sicilia, desembarcaban y subían por la Calabria a la par que los venecianos avanzaban por la Apulia. Ante la situación que se le presentaba, Carlos VIII negoció con Fernando el Católico abandonando Italia con su ejército muy maltrecho por las penurias de la campaña y por los efectos devastadores de una epidemia de sífilis que dejó totalmente diezmadas sus huestes. Fue tal la catástrofe que se interpretó como un castigo divino. La nueva epidemia se denominó «morbo gálico», mal francés. Además del castigo divino, lo que se evidenció en esta campaña fue que para que el papado pudiera mantener su preeminencia en Italia debía dar fin a la famosa política de equilibrio y establecer la balanza de poder. Un sistema dual en el que el pontífice prevalecería manipulando a los reyes de Francia y España. Por eso mismo Alejandro VI decidió que los Reyes de España merecían un rango que les permitiese comportarse como el rey Cristianísimo en sus reinos, como imperator in Regno Suo, igualándolos en dignidad, por lo que por la bula Si convenit expedida el 19 de diciembre de 1496 les concedió el título de Reyes Católicos. Además del simbolismo que permitía a Fernando e Isabel erigirse como iguales al rey de Francia y superiores a los demás soberanos de la Cristiandad, este título era una especie de acción de agradecimiento por liberar a Italia de Carlos VIII. La elaboración del título no fue sencilla. Hubo una intensa discusión en el Sacro Colegio Cardenalicio en la que se plantearon otras denominaciones, como defensores o protectores de la Iglesia (un título que más tarde se daría a los reyes de Inglaterra). Finalmente, en sesión celebrada el 2 de diciembre, acordó aprobar el término sugerido por los cardenales Oliverio Caraffa de Nápoles, Francisco Piccolomini de Siena y Jorge de Costa de Lisboa. Se determinó que en lo sucesivo se conocería por ese nombre al rey y la reina «de las Españas» (Mallett y Shaw, 2012; Nieto Soria, 2006a). 

			Carlos VIII murió en 1498; su hijo Luis XII reemprendió la política italiana de su padre, pero ahora, bajo nuevas obligaciones adquiridas por línea materna, no solo reclamaba las Dos Sicilias, también Milán. Era legítimo heredero del título ducal de Milán al extinguirse la familia Visconti, siendo el único descendiente de esta dinastía. Como ha señalado Arlette Jouanna, las pretensiones dinásticas no eran simples pretextos, reclamar la herencia, concertar matrimonios ventajosos y recuperar las propiedades familiares constituían las acciones propias a todo soberano, no se esperaba otra cosa de él, sobre todo si en Milán su lugar lo ocupaba un usurpador y en Nápoles un bastardo (Jouanna, 2001). 

			En el año 1500 Luis XII firmó con Fernando el Católico el tratado de Granada, con su acuerdo y el de Venecia, ocupó Milán expulsando a Ludovico Sforza, que contaba con un respaldo poco entusiasta del emperador Maximiliano. Los soberanos de España y Francia habían acordado repartirse Nápoles y expulsar al hermano de Alfonso II, Federico II, y acabar con el contencioso que enfrentaba a sus linajes. No era empresa fácil, ambos habían firmado con mala fe, aspiraban a engañarse mutuamente para quedarse con todo el reino. En 1502, los españoles, dueños de Calabria y Apulia, chocaron con los franceses. El 21 de abril de 1503, las tropas del Gran Capitán infligieron una dura derrota a los franceses en Seminara, contundentemente seguida a la semana siguiente por una nueva derrota de las armas francesas en Ceriñola, concluyendo la conquista del reino el 28 de diciembre de 1503, con la audaz batalla de Garellano, poco brillante en la estrategia pero audaz al movilizar un ejército en pleno invierno bien abastecido y con recursos. Los españoles pillaron completamente desprevenidos a los franceses en sus cuarteles de invierno (Jouanna, 2001; Mallett y Shaw, 2012).

			Muchos historiadores consideraron que las campañas de Carlos VIII (1494-1495) y Luis XII (1500-1504) carecieron de grandes concepciones estratégicas. Sin embargo, su fracaso no fue causado por un problema de técnica de combate. Los relatos de los cronistas nos muestran a los ejércitos franceses incursos en movimientos de acoso y devastación del territorio, dedicados a una sucesión de escaramuzas, saqueos, incursiones, donde son más frecuentes las acciones contra civiles y poblaciones desarmadas que batallas de ejércitos en campo abierto. Como advierten Zancarini y Fournel, el control del territorio, el apoyo de la población y de las élites locales fue fundamental en el curso de la guerra y es ahí, más que en el campo de batalla, donde El Gran Capitán fue un consumado maestro; el control del pillaje y la complicidad de la población le permitían disponer de una red de informadores que le permitieron desgastar a los franceses mediante acciones de guerrilla limitando el combate en campo abierto a ocasiones señaladas; salía al campo de batalla solo cuando actuaba sobre seguro, una habilidad calificada como «gobierno de guerra», donde la gestión de la fuerza y su integración en el medio social era más eficaz que el uso de las nuevas armas de fuego (Zancarini y Fournel, 2011).

			Esta vez, en 1504, Fernando el Católico concluyó la incorporación definitiva del reino de Nápoles. Pese a ser un territorio conquistado, el soberano respetó su estructura básica, porque la victoria la alcanzó gracias a una amplia base social que le apoyó para expulsar a los franceses, por lo que solo impuso algunas correcciones. Nombró virrey a Gonzalo Fernández de Córdoba, una figura que, como en Sicilia y Cerdeña, permitiría gobernar el territorio como si el rey no estuviera ausente. Era su vicario, su alter ego, su «otro yo». El virrey disponía de un órgano asesor, el Consejo Colateral, que canalizaba la apelación al soberano y tutelaba la actividad de su vicario; asimismo, tenía bajo su autoridad los altos tribunales de justicia (Sacro Regio Consiglio y Gran Corte de la Vicaría) y la administración fiscal (Tesorería General, Regia Corte de la Summaria). El sistema de acceso a los cargos era parecido al siciliano pero más flexible en cuanto a la naturaleza de los poseedores de oficios públicos. Pese a la conquista, el Reino no perdió su representación siendo su voz el Parlamento, cuyo funcionamiento y atribuciones era también muy semejante al de Sicilia y, como ocurría en la isla, la Diputación del Reino también actuaba como garante del cumplimiento de las leyes. El control político se hallaba intermediado por la amplia jurisdicción feudal que poseían los barones y por la férrea autonomía de la magistratura; fracasaron los esfuerzos de la corona por disponer de mecanismos de control más fiables, siendo el más clamoroso el intento frustrado de introducir la Inquisición española. Este intento demostró cuál era el proyecto político que subyacía en la política italiana del rey católico (Rivero Rodríguez, 2000a). 

			Ya en 1504 , el rey había pensado ampliar la jurisdicción del tribunal de la Inquisición de Sicilia sobre Nápoles, argumentando que se había operado la restauración del antiguo reino de las Dos Sicilias (Regum Utriusque Siciliae). Con ello, pretendía restringir la influencia papal en el reino, restaurando el antiguo reino de Ruggiero II con un título que le aseguraba la Italia meridional ostentando el título de Rex Siciliae et Italiae. Un soberano que, además, dispondría de la prerrogativa de ser legado apostólico nato, «coronado por Dios». Esto no pasó desapercibido a los ojos del pontífice, que se negó a conceder la investidura de Nápoles al rey Católico por dicho motivo. No quería despojarle de su conquista, prefería mantenerlo en un limbo jurídico a sus expensas, o como escribió el embajador Vich al rey, para que el reino perdurase como «miembro cortado» de la Monarquía del Rey Católico. 

			En noviembre de 1509, tras cinco años de infructuosas negociaciones, la resistencia pontificia a restaurar la unidad en el sur mediante la ampliación del tribunal de Palermo provocó la ira del soberano. En un documento muy conocido y comentado, la carta al duque de Ribagorza, Fernando expuso con claridad lo que entendía como prerrogativas propias: «de aquí adelante por cosa del mundo no sufráis (dice al virrey) que nuestras preeminencias reales sean usurpadas por nadie; porque si el supremo dominio nuestro no defendéis, no hay que hacer; e la defensión de derecho natural es permitida a todos, y más pertenece a los reyes, porque demás de cumplir a la conservación de su dignidad y estado real, cumple mucho para que tengan sus reinos en paz y justicia y buena conservación». 

			Consecuentemente, el 3 de septiembre de 1509, el monarca ordenó crear una comisión que estudiase la forma de ejercer la autoridad real en materia de Inquisición, presidida por los inquisidores Reinaldo Montoro y Andrés de Palacio. Como en 1504, se resolvió que la forma de vincular la Inquisición a la autoridad real debía efectuarse a través de la extensión de la competencia del tribunal de Sicilia sobre Nápoles, amparado en la restauración del «Reino de las dos Sicilias», que agrupaba a ambos territorios como una sola entidad y hacía innecesaria la solicitud de una concesión papal. Por ello, fue enviado a Nápoles Reinaldo Montoro, dominico y obispo de Cefalú, coadjutor de Pedro Belforado (inquisidor de Sicilia y arzobispo de Mesina), experimentado en las cosas de Italia y responsable de haber puesto en pie el tribunal de Palermo (Rivero Rodríguez, 2000a).

			Las prerrogativas del soberano en materia eclesiástica constituían todo el eje de su acción política, la debilidad del conde de Ribagorza en esta materia supuso su cese y su sustitución en octubre por Ramón de Cardona. El lunes 7 de enero de 1510, los Seggi de Nápoles se reunieron en la iglesia de San Lorenzo para discutir sobre expulsar al inquisidor o dejarlo estar. La opinión unánime de pueblo y nobleza fue pedir la expulsión, pero el virrey, el almirante de Nápoles y el Consejo Collateral objetaron que el rey no quería que el Papa participara en las cosas del reino, que intervenía alterando el orden y la justicia por sus prerrogativas en materia de justicia y nombramiento de altas dignidades eclesiásticas, en suma, que esta medida permitiría equilibrar la autoridad real. Por tal motivo siguió decidido a imponer la nueva institución, provocando el descontento. El 21 de noviembre, transcurridos varios meses de revueltas, temiendo la pérdida del reino, Fernando anunció que renunciaba a extender jurisdicción inquisitorial de Sicilia a Nápoles. Pese a parecer un fracaso, con este pulso había logrado buena parte de sus objetivos: a cambio de ceder, el papa le concedió la bula de investidura, renunció a muchas de sus prerrogativas y admitió la «presentación» de 25 obispados. No restauró las Dos Sicilias, pero Julio II accedió a que ejerciera como «monarca». Es decir, el vasallaje a la Santa Sede de los reyes de Nápoles se convirtió en una formalidad, se redujo al pago de un tributo simbólico y poco más. Así lo explicaba años después un jurista napolitano, Pietro Dusinelli, en el prólogo de sus Consuetudines Neapolitanae (Venecia, 1588): «Nuestro rey en este reino no reconoce superior [...] es Monarca en su reino [...] como un emperador en su Imperio». 

			Para alcanzar este acuerdo, hubo una coyuntura inesperadamente favorable que Fernando el Católico supo aprovechar muy bien. Desde que fuera elevado al solio pontificio en 1503, el papa Julio II se impuso como objetivo prioritario la reconstrucción del patrimonio de San Pedro y la recuperación de los territorios usurpados a la Iglesia y someter a los vasallos que se habían independizado de Roma, César Borgia en la Romaña, los Colonna y Orsini en las inmediaciones de Roma, la familia Baglione en Perugia y los Bentivoglio en Bolonia. La ofensiva de los ejércitos papales para someter la región de Emilia-Romaña inquietó a Venecia. La República había aprovechado el vacío de poder en la franja adriática de los Estados Pontificios ocupando ciudades y puertos. Cuando el pontífice sometió a la nobleza romana y logró reintegrar Bolonia y Perugia a su autoridad, inició tratos con Fernando el Católico para recuperar los dominios ocupados por los venecianos. El rey de España estaba deseoso de arrebatar a la República el territorio que le había cedido en la Apulia a cambio de su apoyo naval durante la guerra con Carlos VIII y Luis XII. Asimismo no fue difícil conseguir la adhesión del emperador Maximiliano (que disputaba con Venecia la posesión de Dalmacia) y con el propio Luis XII de Francia, a quien se ofrecía el dominio seguro sobre Lombardía. El pacto se selló el 10 de febrero de 1508, formalizando una asociación ofensiva y defensiva, la Liga de Cambrai. La campaña emprendida por los integrantes de la Liga fue un éxito: los venecianos hubieron de abandonar las tierras ocupadas en el valle del Po devolviéndoselas al pontífice y evacuaron Apulia. No todos los confederados buscaban los mismos fines. Luis XII se contentó con asegurar las fronteras del Milanesado, parando su ofensiva en los límites de la república, pero los ejércitos españoles, imperiales y pontificios no parecían satisfechos con recobrar lo perdido: penetraron en la Terra Ferma, pusieron sitio a Padua y se hicieron dueños de buena parte del Véneto (Mallett y Shaw, 2012).

			Una vez sometida Venecia, Julio II formó la Liga Santa contra Francia. Luis XII no había secundado su política hasta el final. Poseía Lombardía, parte del Piamonte y dominaba todo el valle del Po, los ducados de Ferrara y Mantua eran sus más firmes aliados, proporcionándole un fuerte asentamiento estratégico en el centro de Italia. Su comportamiento en la campaña había sido ambiguo, sus vacilaciones obedecían, se decía, a un acuerdo secreto con los venecianos. Además, el pontífice contemplaba a Luis XII como una amenaza latente, porque no había abandonado sus pretensiones por la propiedad de Nápoles y porque exigía la celebración de un Concilio que pusiese fin a los desórdenes de la Iglesia, recordando que Julio III fue elegido en cónclave tras prometer su convocatoria. Era de esperar una nueva cabalgada francesa hacia el sur (Shaw, 1997). 

			Durante la guerra de la Liga de Cambrai, se apreció que, pese a su imponente presencia, el ejército francés presentaba numerosas debilidades; fundamentado sobre la caballería pesada, disponía de una escasa infantería y su hueste se hallaba compuesta mayoritariamente de mercenarios suizos y alemanes. Con gran astucia, el pontífice dio a la declaración de guerra un carácter nuevo y significativo, proclamando una cruzada, una liga cristiana dirigida contra un monarca impío. Esta Santa Liga, formada bajo el estandarte de la Cruz, aglutinaba las fuerzas del papa, Fernando el Católico, Enrique VIII de Inglaterra, el emperador Maximiliano, la Confederación Helvética y Venecia. La respuesta de Luis XII se planteó en términos desafiantes; aún estaba pendiente la reforma prometida en los concilios de Constanza y Basilea, la cristiandad no podía seguir soportando a un papado simoníaco y corrupto por lo que convocó en 1511 a un concilio en Pisa para atajar los graves problemas que aquejaban a la Iglesia. Quizá pensaba que con esa declaración despertaría las simpatías de los soberanos y las naciones europeas, tomando el estandarte de la Reforma que toda Europa ansiaba. Pero el papa no se arredró; lejos de avenirse a negociar, excomulgó al rey de Francia, lanzó un interdicto contra sus vasallos y convocó un concilio paralelo, en Roma, en el palacio de Letrán, que se mantuvo reunido entre 1512 y 1517 (Shaw, 1997).

			La excomunión pesó muy fuerte sobre Luis XII y sus aliados. Estaban fuera de la ley de Dios, lo cual significaba que sus súbditos y vasallos quedaban libres del deber de obediencia, no podía pedir socorro y ayuda pues la pena se extendía a quien se los prestase, sus propiedades carecían de propietario dado que la excomunión implicaba una suerte de muerte civil y esto dificultaba el reclutamiento de tropas o la compra de vituallas, nadie podía hacer tratos o contratos con él. Al mismo tiempo, cualquiera podía apoderarse de sus bienes, incentivando a los príncipes de Europa a colaborar con la Santa Sede en una empresa que les permitirá obtener feudos y señoríos, así como desquitarse de todos los litigios que tuvieran con la casa de Valois dentro y, sobre todo, fuera de Italia. En 1512 el ejército francés, al mando de Gastón de Foix, cruzó el Po enfrentándose y derrotando a los españoles en la batalla de Rávena. Pese a este brillante comienzo, Luis XII se iría replegando, acosado por las fuerzas coaligadas para, finalmente, derrotado por los suizos en la batalla de Novara (1513), ser expulsado de Italia. A la vez que los ejércitos franceses sufrían descalabros por todos los frentes, los Albret, sus aliados, perdían el trono de Navarra tras una fulminante campaña del duque de Alba que entre 1512 y 1513 incorporó el reino a Castilla, mientras los ingleses obtenían resonantes victorias en Guinegate y Tournai, los suizos ponían sitio a Dijon, y el emperador Maximiliano invadía Borgoña (Martínez Millán, 2009; Rivero Rodríguez, 2000a).

			No obstante, en 1514 se trastocó todo el sistema de alianzas porque falleció el pontífice. En un giro no sorprendente pero sí brusco, el cónclave entronizaba a Leon X Medici, florentino, güelfo y perteneciente a una casa asociada a Francia que como primer paso quería unir a todos los soberanos y repúblicas, esta vez, contra el emperador Maximiliano. Aprovechando que Francisco I de Francia, coronado en 1515, ansiaba recuperar el Milanesado, usará las armas francesas para engrandecer el patrimonio de los Medici incorporando Parma, Piacenza y Módena a la Santa Sede. Pese a todo, Francisco I, con la ayuda de Venecia, consiguió recuperar Milán y los venecianos la Terra Ferma. La guerra concluyó con una nueva paz que firmaron todos los contendientes. Fernando el Católico se aseguró la posesión de Nápoles y Navarra a cambio de reconocer al soberano francés sus nuevas adquisiciones. Falleció pocos meses después (Jouanna, 2001; Mallett y Shaw, 2012; Rivero Rodríguez, 2000a).

			Señala Maquiavelo que el éxito del Rey Católico en este complejo juego diplomático y militar se debía sobre todo a su talento como administrador. Al preguntarse por qué el rey de España tuvo éxito y el de Francia fracasó, sintetizó su respuesta con un análisis comparativo: ambos poseían dotes militares y diplomáticas evidentes, pero mientras que Fernando fue un soberano querido por los italianos, los franceses nunca lograron el apoyo de los naturales, ni en Nápoles ni en Milán. La razón estaba en que los franceses administraban los territorios como provincias conquistadas, sin derechos. Los españoles asociaban sus conquistas y los territorios conservaban sus leyes y su autogobierno, adjuntaban —es la palabra que usa— estos estados a su monarquía, no los subyugaban. Por eso mismo, no abundaron los descontentos que abrieran las puertas de las ciudades y las fortalezas al enemigo. 

			Pero hay mucho más. Pese a que leyendo a Maquiavelo o a Guicciardini da la sensación de que a Fernando el Católico solo le interesaba la política de Italia, donde resultaba un modelo de sabiduría y prudencia, otro contemporáneo suyo, también italiano, Pedro Mártir de Anglería (Pietro Martire D’Anghiera), observaba la realidad mucho más de cerca, tomando nota de algo que parecía estar lejos del éxito: 

			El Rey Católico está en extremo deseoso de tener prole, principalmente masculina, a la cual dejar sus reinos paternos hereditarios, como a heredero más próximo que lo es su nieto Carlos. Si con justicia o sin ella está irritado contra su yerno Felipe, en primer lugar, y luego, por causa de él, con su nieto Carlos, y si en realidad está enfadado, allá ellos con sus juicios. Ya tengo fatigados los oídos con las quejas que me vienen de ambas partes.

			 Martínez Millán, 2000; Rivero Rodríguez, 2000a

			En un régimen de gobierno personal y en un clima de incierta sucesión, la decadencia del rey anunciaba una crisis en la que los altos dignatarios de la Corte, la Casa y la familia real se hallaban embargados por la preocupación de su futuro. Cuando Fernando se apuntaba importantes éxitos diplomáticos y militares en Italia, en España su situación era precaria. En Castilla la sucesión no planteaba problemas, allí le sucedería su nieto el príncipe Carlos, por el contrario, en la corona de Aragón estuvieron abiertas muchas posibilidades distintas hasta el día de su muerte: podía Carlos, el heredero que deseaba engendrar con la reina Germana, el infante Fernando, hermano de Carlos (heredero de España según un testamento dictado por el rey en Burgos el 2 de mayo de 1512), el bastardo real Alfonso, arzobispo de Zaragoza (negociaba legitimarlo y desvincularlo de las órdenes sagradas) y, cómo no, su hija doña Juana I de Castilla, que había sido jurada en 1502. En 1515, el preceptor del príncipe Carlos, Adriano de Utrecht, se presentó en España para notificar la mayoría de edad de su pupilo y su investidura como duque de Borgoña. Se celebraban Cortes en Aragón y se le contestó que la sucesora legítima era la madre del príncipe, doña Juana I de Castilla. Fernando el Católico dijo al embajador que si quería la sucesión para don Carlos este debía venir a España, que no firmase alianzas con otros soberanos y que todos los españoles residentes en su Corte fueran inmediatamente expulsados (Rivero Rodríguez, 2000a). 

			Estaba tan enfermo que se dudaba que llegase a ver en vida la respuesta de su nieto. Las Cortes, sin embargo, contrarrestaron la decisión del soberano negándole el servicio que les demandaba. El argumento fue cruel, su vida se acababa y tendrían que estar preparados para proveer a su sucesor del habitual donativo con el que se iniciaba todo reinado. Según cuenta un testigo presencial, Fernando que ya se había marchado de Aragón dando por seguro que sus súbditos no le negarían el dinero que pedía, tuvo que regresar para intentar disuadirles, sin éxito. Lo consideraban un muerto en vida. También sus recientes súbditos italianos. El parlamento de Nápoles envió un agente a los Países Bajos para que los intereses del reino estuviesen defendidos y representados durante la transición de reinados; la afrenta era dolorosa pues aún tardó un año en fallecer, contemplando cómo todos se aprestaban a ponerse al servicio de un nuevo dueño. El vicecanciller Antonio Agustí, uno de sus confidentes, fue hecho prisionero por pretender mantener relaciones sexuales con la reina Germana, aunque la razón era que se preparaba para viajar a Bruselas y había sido responsable de que fracasara el servicio solicitado a los reinos (Rivero Rodríguez, 2000a). 

			La mayor parte de los historiadores y cronistas del periodo suelen señalar que Fernando el Católico estaba convencido de que su nieto Carlos nunca iría a sus posesiones de España, al tiempo que era consciente de que el problema de la sucesión podría acabar en guerra civil. Había un fundado temor al derramamiento de sangre, por lo que las provisiones para la regencia fueron vistas con alivio, pues el rey parecía preocuparse de evitar el vacío de poder encargando la de la corona de Castilla al cardenal Cisneros y la de Aragón a don Alfonso. Mientras viviese la reina Juana, se podría mantener un régimen de regencia y este serviría como espacio para negociar y mantener una larga transición hasta que ella falleciese. De hecho, lo que más preocupaba al Rey Católico era que no hubiese alteraciones a su muerte, que los oficiales de la casa de Castilla y de la casa de Aragón permaneciesen en sus puestos y que no se diese entrada, o se restringiese al máximo, la de los miembros del séquito de don Carlos (Rivero Rodríguez, 2000a).

			Para cuidar que se cumpliese su voluntad, nombró lugarteniente general de la corona de Aragón a don Alfonso, dejando todo el poder en sus manos. Fue veinticuatro horas antes de fallecer en la villa de Madrigalejo, el 23 de enero de 1516. Su secretario, Calcena, escribió a Cisneros: «aunque su alteza mandó que el arzobispo de Zaragoza sea governador de los reynos de la Corona de Aragón, me parece que por ser ynteresse de la Reyna nuestra Señora y del señor príncipe assi aquello como esto no se ha de dexar». Efectivamente, no se dejó. La temida guerra civil no tardaría en aflorar en gran número de sus reinos: Castilla, Valencia, Mallorca y Sicilia.

			Estos últimos vaivenes de Fernando el Católico no deben hacer olvidar lo esencial. A pesar de las intrigas que acompañaron su agonía, su diseño a largo plazo de la sucesión se logró llevar a término con éxito. Como padre, cabeza de familia, le cupo la responsabilidad de organizar los matrimonios de sus hijos atendiendo a unos objetivos muy claros. La prioridad la marcaba la unión con la casa de Habsburgo para afianzar el dominio de Italia y la conservación segura de sus estados. Su primogénito, Juan de Aragón (1478-1497), contrajo matrimonio en abril de 1497 con Margarita de Habsburgo, hija del emperador Maximiliano I, mientras que Juana de Aragón (1479-1555) lo hacía con el primogénito de Maximiliano, el duque de Borgoña Felipe de Habsburgo. Los contratos matrimoniales se sellaron en 1495, es decir, en el momento en que Italia pasó a ser el centro de la política europea. Para fortalecer su posición en Castilla y dar fin a la rivalidad con la casa de Avis (Portugal) se desposó a Isabel de Aragón (1470-1498) con el infante Alfonso de Portugal; el matrimonio tuvo lugar en 1490 pero había sido concertado en 1479, tras el tratado de Alcaçobas; al fallecer su marido en 1491 contraería segundas nupcias con Manuel I de Portugal, primo de su primer esposo en 1500. Por último, Catalina de Aragón (1485-1536) contrajo matrimonio con Arturo Tudor en 1501; el contrato se había sellado en 1488 siendo niños los contrayentes (él con dos años y ella con tres), y tras la prematura muerte de este a los pocos meses de casarse (en 1502), contrajo nuevas nupcias con su hermano menor, Enrique VIII de Inglaterra, en 1507 (hubo que esperar a que alcanzara una edad adecuada, 15 años). Todos ellos cercaban a la casa de Valois estableciendo la prioridad de unión con la casa de Habsburgo con la boda del primogénito, cerrando un círculo de casas que acabarían convirtiéndose en una, sumando Trastamara, Borgoña, Aragón y Habsburgo, que asoció a las de Avis y Tudor. Con ello, se preparaba la unión con la casa de Austria en el corto plazo y la de Portugal en el largo, articulando toda la red familiar que aislaba a Francia. El objetivo no era otro que el de preparar una red de parentesco que acabara poseyendo Europa; esta sociedad de familias de príncipes iría reduciendo su número para acabar siendo una sola (Rivero Rodríguez, 2000b; Bély, 1999).
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